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INTRODUCCION 

El aumento de la población económicamente activa, va ori-

ginando un aumento considerable en la interrelación jurídica de las 

personas, siendo por tal motivo indispensable una reglamentación -

especial que haga posible la convivencia humana. 
·~ 

Como consecuencia, ese aumento va a nriginar nuevos sist~ 

mas en la sociedad que se adapten a las necesidades del hombre. 

A medida que los diversos centros de población se vuelven -

más numerosos, se van creando ~sociaciones y sociedades con di-

ferentes objetos; pero siempre coordinando el esfuerzo, y la activ.!_ 

dad humana para crear y lograr el objetivo perseguido por la socie_ 

dad, con la aportación individual de cada uno de los participantes. 

Lo anterior al controlarse y reglamentarse da lugar al nacimiento -

a la vida jurídica, de las sociedades hasta crearse y perfeccionar-

se en la forma que actualmente conocemos. 

En esa virtud y siendo nosotros estudiantes de derecho, que 

pretendemos con este trabajo hacer un estudio del derecho de voto -
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como aportación jurídica para obtener el título de licenciado en de-

recho, nos permitimos tratar este tema que consideramos impor-

tante dentro de la vida de las sociedades. Estudiaremos especial­

mente los problemas que surgen en relación con el derecho de los 

socios a la manifestación de voluntad, emitida dentro de las. socie­

dades, es decir, el derecho de voto y las personas legitimadas y C! 

pacitadas para emitirlo. 

'\ 

........... - ........ 



CLASIFICACION DEL DERECHO DE VOTO. 

La constitución de una sociedad da origen a una serie de d~ 

rechos y obligaciones que los diversos tratadistas y autores han -

estudiado y clasificado de diversas maneras. 

Sin embargo diversos autores (1) en general, han admitido -

la clasificación de derechos patrimoniales y derechos de consecu--

ción, considerando entre los primeros a tres derechos fundamen~ 

l.es: El derecho al dividendo; el derecho a la cuota de liquidación y 

el de preferencia en la suscripción de nuevas acciones. 

Rodríguez Rodríguez (2), parte de la clasificación anterior 

de derechos patrimoniales y de consecución y hace una clasüica- -

ción más ámplia subdividiendo los primeros en derechos patrimo--

niales principales y accesorios, y los segundos en derechos admi-

(1) de Montella R., Gay. - Tratado de Sociedades Anónimas 2a. edi 
ción, pág. ·215. -Uria, Rodrigo. -Derecho Mercantil 5a. edicióñ 
Madrid 1966, pág. 209. 

(2) Rodríguez Rodríguez Joaquín. -Tratado de Sociedades Mercanti­
les, México 1965, 3a. edición, tomo I, pág. 396. 

': 
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nistrativos y de vigilancia, estos últimos no tienen en sr mir.moa -

contenido patrimonial; pero si tienen por objeto garantizar los der_! 

chos de tal contenido. 

En cuanto a los derechos de administración, si los conside-

ramos "en su sentido más ámplio, como aquellos que se conceden a 

los accionistas para asegurar su intervención en la formación de la 

voluntad colectiva y en su ejecución" (3), hemos de considerar~ 

bién el derecho a la redacción de la orden del dfa y el de represen-

tación. 

Como derecho de consecución nos hablan del derecho de voto, 

considerando de naturaleza personal y de carácter público. 

Otros derechos de consecución administrativos son el dere-

cho al aplazamiento de 1 os acuerdos y a la suscripción de nuevas -

acciones; el primero de estos derechos lo consagra el artículo 199 

(4), y corresponde a una minarla calüicada por la Ley (33%). 

El derecho a la representación como derecho de administr~ 

ción, va ligado al derecho de voto y lo consagra nuestra ley en su-

(3} Herrera .Mario. - Las Asambleas de Accionistas, México 1967, -
la. edición, pág. 2. 

( 4) Cuando se señale la Ley sin ninguna referencia, nos referimos a 
la Ley General de Sociedades Mercantiles. · 
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art!cul o 192 al decirnos "los accionistas pueden hacerse represel!_ 

taren las asambleas por lll'.andatarios, ya sea que pertenezcan o -

no a la sociedad". 

Si consideramos que el tema a tratar en la presente tesis -

es el voto y la persona legitimada para emitirlo, tenemos que cons_! 

derar como más importante para nosotros, este derecho que di ver-

sos autores han calüicado como aquel que ha sido conferido, que ha 

sido creado, para constituir la voluntad de la sociedad, y es por~ 

to, lo que le dá vida a esta. 

La -comp.:ra y en muchos casos la simple posesión o tenencia 

de las acciones, confieren a su propietario o poseedor, los dere- -

chos y obligaciones enunciados anteriormente y que lo encuadrarán 

en un status jur!di co que algunos autores denominan estado de so-­

cio (5). Sin embargo, el estado de· socio, no es un derecho confer!_ 

do por las acciones el cual a su vez derive en una serie de faculta­

des y derechos, sino que por el contrario, la serie de facultades y­

derechos son los que nos proporcionan en _su conjunto la calidad de 

socio, la cual queda acreditada, por medio de las acciones. 

(5) Rojas Jr. Luis Manuel. - El Derecho de Voto en la Sociedad An~ 
nima, México 1945, Tesis, pág. 31. 

..... _~ 
-··-..... -. 
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Consideramos que Garriguez ( 6) tiene razón al manifestar- -

nos que el ser socio es un "derecho nucleo", compuesto por W1 haz 

de derechos subjetivos de naturaleza personal y patrimoniales. 

Analizaremos que el ser socio es una imputación normativa de to-­

dos los derechos que dimanan de la sociedad, los cuales al ser obj.!:_ 

to de una imputa.ci 6n normativa y objetivada en W1 sujeto, se pue- -

den resumir en un sólo derecho que proporcionará. la caracterrsti­

ca de un "estado de socio" el cual podrá ser acreditado objetivame!! 

te al través de documento expedido para acreditarlo, el c·uai recibe 

el nombre de acción. 

( 6) Garriguez Joaquín. - obra citada, pág. 24 7. 
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CONCEPTO. 

I,a constitución de las sociedades, ha sido el reconocimien­

to de.la ley a situaciones que se venían presentando de hecho, con­

forme a las necesidades de la interrelación jurf~ca de las perso-­

nas, dada la complejidad creciente de los nucleos de población. E_!! 

tas sociedades de hecho, hubieron de ser mcorporadas al derecho, -

a efecto de darle a la comunidad en 1 a cual .se desarrollaban, la se_ 

guridad de que esas sociedades, cumpUan un mínimo de requisitos, 

1 os cuales las hacían ser confiables en cuanto a supervivencia de -

las mismas se referfa. Sin embargo, ~l derecho no tenía un sub~ 

tratum real, que pudiera servir de base estable a las imputaciones 

jurídico normativas, por lo cual, mediante una ficción jurídica, 

1 es reconoció personalidad a dichas sociedades, las cuales adqui-­

rieron súbitamente existencia real jurídicamente hablando. 

Sin embargo, dado que el derecho es tal, en tanto cuanto se 

refiere a conductas o a manifestaciones de voluntad y éstas sólo 

son características humanas, hubo de dotar a estos entes morales 
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de capacidad volitiva, asr como de instrummtos para actualizar en 

una conducta, esa expresión de voluntad, así se dotó a la sociedad, 

imponiéndole tantos requisitos (artículos 5o. y 60. de la Ley), co­

mo fueren necesarios, pM.ra obtener tanto la capacidad volitiva co-

mo la capacidad ejecutiva. 

De esta forma la ley obligó a aquellas personas que quisie-

ran formar una sociedad a constituirse con un objeto o fin, con Wl .. 

nombre o denominación social propio, asr como con una forma de -

administración de la sociedad. 

Para tal efecto, ordenó que cada determinado tiempo, los -

integrantes de la sociedad (socios), se reunieran tanto para cono--

cer el estado de la misma, como para decidir cual serla la condu~ 

ta a seguí r en lo futuro. 

Esta expresión de voluntad del socio, emitida bajo severas 

y rígidas circunstancias, que va a constituir la volWltad de la so- -

ciedad, tendrá. la denominación de voto. 

Existen diversas clases de voto, entre las cuales destaca el 

voto como derecho político, el voto como derecho administrativo,­

el voto como derecho de consecución, etc. Es de notarse sin em--

bargo, que en toda clase de manifestación de voluntad considerada 

como voto, va encaminada a sostener un pwito de vista particular y 

'· ... ..... ,.,.. .. , 
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LA EMISION DEL VOTO. 

La forma de emitir el voto, señalado en nuestra legislación, 

en su fracción VI del artrculo 91 al decirnos que ''La escritura - -

constitutiva de la sociedad deberá contener ..... las facultades de la 

asamblea general y 1 as condiciones para la validez de sus deliber!_ 

clones, as! como para el ejercicio del derecho de voto .... " nos ind_! 

ca entre otras cosas, en donde deberá emitir el voto. 

La misma legislación nos dice que la asamblea general de a~ 

cionistas "es el órgano supremo de la sociedad, podrá acordar y r! 

tificar todos los actos y operaciones de ésta y sus resoluciones se-­

rán cumplidas por la persona que ella misma designe, o a falta de -

designación, por el administrador o por el consejo de administra- -

ción". 

As! pues,· 1 a sociedad necesita de Wla manifestaciOn que con_ 

forme a las características anteriormente emmciadas y conforme a -

1 a doctrina, sea una expresión de voluntad de la asamblea de accio-
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nistas pues ésta fue concebida como el instrumento de creación y -

manifestación de la voluntad social. 

Podemos pues considerar que la asamblea de accionistas s~ 

rá. el elemento idoneo para la formación de la voluntad social, y. un 

presupuesto sine qua non de la emisión del voto, por lo cual estu--

diaremos brevemente las condiciones para que se re'tina dicho ór­

gano social. 

"La asamblea general es la reunión de accionistas legalme!!_ 

te convocados y reunidos para expresar la vol\mtad social en mate-
, ' 

ria de su competencia" (1). Con esta definición coincide Ur!a (2), 

para quien la asamblea general puede ser definida como ''la reu- -

nión de accionistas debidamente convocados para deliberar y deci- -

dir por mayoría sobre determinados asl.ID.tos propios de su compe--

tencia". 

De las definiciones anteriores, podemos desprender los si--

gttientes elementos, que son además requisitos para la realización 

de la junta de accionistas: 

(1) Rodríguez Rodríguez. - obra citada, Tratado, tomo ll, Pág. 3. 
(2) obra citada, pág. 230. 
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a). - Reunión de accionistas. 

b). - Debidamente convocados. 

c). - Para deliberar y decidir por mayoría. 

d). - Sobre asuntos propios de su competencia. 

13-

La asamblea es una reunión de accionistas aunque no forzo­

samente de todos los accionistas, porque para su realización no -

se requiere ~a presencia de todos los socios, sino que basta con la 

reunión de la mayoría de los accionistas establecida por la ley o -

por los estatutos, segful la asamblea de que se trate. Dicha ma-­

yorfa es lo que conocemos. como quorum de presencia, que nuestra 

Ley diferencia según se trate de asamblea ordinaria o asamblea -

extraordinaria. 

Se exige además que la reunión sea material, es decir, que 

se requiere la presencia ffsica de los socios o de sus representan­

tes, ya que el artfculo 179 de nuestra Ley señala: "las asambleas -

generales de accionistas se reunirán en el domicilio social y sin -

este requisito serán nulas, salvo caso fortuito o de fuerza mayor". 

Con esta disposición queda expresamente prohlbida la emisión de -

votos por cualquier otro medio. 

En segundo lugar, vemos que esta reunión deberá ser debi­

damente convo~ada, esto es, que ia convocatoria para requerir la-
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asistencia de los socios, se rije conforme a los requisitos que señ~ 

1 e para tal efecto la ley y 1 os estatutos. La convocatoria deberá -

ser presupuesto de la asamblea, ya que no es válida la reunión es-­

pontanea de socios salvo el caso de las asambleas totalitarias, en-

1 as cuales sin embargo si alguno de los socios no se considera suf!_ 

cientemente informado, puede solicitar que se posponga la deliber~ 

ciOn del aswito de que se trate. 

Lá convocatoria es "el aviso adecuado" a los accionistas p~ 

ra advertirles la fecha, el 1 ugar y el motivo de la reunión" (3). Al 

hablar del " aviso adecuado" no se señala 9.uien o quienes están aut~ 

rizados para hacer dicha convocatoria; pero la Ley señala en sus a;:_ 

trculos 168, 183 y 185 quien y en que casos deberá hacer el llama- -

miento a los socios para constituirse en asamblea. 

Para la validez de 1 a convocatoria, señala nuestra ley que -

deberá ser publicada en el Diario Oficial o en uno de los periódi- -

cos de mayor circulación del domicilio social, y que deberá hacer­

se por lo menos quince días antes de la reunión. Dicha convocato- -

ria deberá contener además de los requisitos indicados en el pá- - -

rrafo anterior, la orden del día firmada por persona autorizada - -

(3) Rodrfguez Rodríguez. - Tratado, obra citada, tomo II, pág. 35. 
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De la definición de asamblea se desprende en tercer lugar, -

que la junta de accionistas es' el órgano ,que expresa la vohmtad co­

lectiva y tiene por finalidad deliberar y decidir. "Deliberación im_ 

plica discusión, debate o cambio de pareceres acerca de los asun- -

tos que han de ser decididos, y decisión implica tomar acuerdo so­

bre el asunto debatido ( 4). " La decisión de la asamblea no es la -

simple suma de las voluntades individuales: considerarlo as! nos U~ 

varía a concluir que es necesaria la llilanimidad para que se adopte -

una resolución válida, toda vez que no podrá excluirse ningtin mie~ 

bro del colegio, de la suma total". (5). 

Estas decisiones deberán adoptarse cuando menos por la m~ 

tad má.s uno de los votos representados, salvo los casos de "mayo-

ría calificadas" que son aquellas en las cuales la ley o los estatu- -

tos sociales fijan proporciones numéricas superiores. 

Por último, vemos que la voluntad que expresa la asamblea­

deberá recaer sobre materias de su competencia, lo que significa -

no sólo que sean los puntos tratados en. la orden del dfa, requirién-

(4) Urra Rodrigo. - obra citada, pág. 238. 
(5) Vázquez del Mercado Osear. - Asamblea de Sociedades Anónimas, 

México 1955, pág. 286. 
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dose además que se trate de cuestiones reservadas a las asambleas, 

pues pensamos que aunque , se trate del órgano supremo de la socie_ 

dad, existen asuntos que no pueden ser tratados ni decididos por la 

misma, tales como los derechos personales de los socios, o los 

que correspondan a determinadas categorias de accionistas sin exis 

tir el previo acuerdo de dichas categorías. 



IMPORTANCIA. 

Los diversos autores al hablar de los derech~s y obligacio-­

nes de los accionistas ubican al derecho de voto entre las facultades 

de consecución administrativas, ya que no tiene directamente cont!:_ 

nido patrimonial (1), y se concede al accionista para asegurar su -

participación en la formación de la volWltad social. También se~ 

1 an que es un derecho personal de carácter p1iblico; es personal en -

tanto corresponde al titular de cada acción y "no puede ser enaien~ 

do con independencia de la acción y habrá de ser ejercitado necesa-

riamente por el propio accionista por sr o por medio de represental!_ 

te" (2). Es un derecho ptiblico en virtud de que sirve para formar 

1 a voluntad social, razón por la cual " parte de la doctrina ha insis 

(1) Señalamos que no tiene directamente contenido patrimonial, ya -
que podemos decir "que es un corolario del derecho pec\Uliario y 
que es su prolongación necesaria"Carlos Gómez Vargas. -El Dere 
cho de Voto en las Sociedades Anónimas, Bogotá 1940, pág. 32. -

(2) Uda Rodrigo. - obra citada, pág. 216. 
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tido en el carácter del derecho de voto como función, en el sentido 

de que se atribuye tanto en).nterés privado del accionista, como en 

interés colectivo de la sociedad" (3). 

El derecho de voto "es el principal de los derechos de so~ 

ranfa del accionista. Mediante él participa el socio en la adminis­

tración de la sociedad y fiscaliza la gestión de los administrado- -

res, aprobándola o desaprobándola" ( 4). 

La facultad que nos ocupa, es el más importante de los der~ 

chos de consecución administrativos que se presentan en la socie- -

dad ya que es postulado indispensable para la existencia de otras -

potestades, tales como la facultad de obtener la inscripción en la 

1 ista de asistencia de las asambleas, el derecho de intervenir en -

las mismas manifestando su opinión y tratando de convencer a los 

demás socios de sus puntos de vista, el de obtener la información -

necesaria para expresar su opinión en las asambleas, etc. 

Decimos que el voto es postulado indispensable para la exi~ 

tencia de los derechos anteriormente enunciados, en virtud de que 

todos ellos presuponen la existencia del derecho de voto. Es este -

derecho el que dá. sentido a las atribuciones señaladas y asr1 care-

(3) Rojas Jr. Luis Manuel. - Obra citada, pág. 56. 
(4) Garriguez Joaquín. - Tratado, obra citada, volumen n, pág. 952. 
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ce ria de sentido el tener facultad de obtener inscripción en la liBt:a 

de asistencia si no se tuviere derecho de votar en la asamblea, y-

por tanto, la participación del socio que solicita su inclusión en 

esa lista no influirá en la determinación del quorum de asistencia -

de dicha asamblea. 

De la misma forma, el derecho de intervenir exponiendo 

sus puntos de vista ha señalado, la forma más efi caz y manifiesta 

de emitir su opinión con relación a los puntos sometidos a la cons_! 

deración de la asamblea. Finalmente, resulta claro la necesidad -

de la existencia del derecho de voto para dar sentido a la facultad -

de obtener información respecto de los pl.Dltos. que se tratarán en la 

asamblea, ya que con esta facultad sólo se pretende ilustrar al vo-­

tante respecto de 1 os puntos debatidos. 

Pensamos con Goldsmith ( 5) que el derecho más importante 

del accionista es su derecho de voto, difiriendo del pensamiento de 

este autor cuando afirma: " según la opinión que hemos sostenido -

ese derecho le es concedido exclusivamente en su propio interés, -

para hacer vales sus intereses en la administración de los asuntos -

comunes", ya que la importancia del derecho de voto no se restrin-

( 5) Gol dsmith, Roberto. - Problemas Jurrdicos· de la Sociedad Anóni 
ma, Buenos Aires 1946, pág. 69. -
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ge tan 861 o a la protección de los derechos de accionistas en partí_ 

cular sino que se proyecta 'a la expresión misma de la voluntad so--

cial. En efecto, la deliberación de los accionistas que integran la 

voltmtad social se forma por la concurrencia mayoritaria de votos -

en la asamblea pudiendo decirse que "el derecho de voto posee co-

mo finalidad inmediata la formación de la voluntad colectiva" (6). 

Precisamente, por ser parte· integrante de las deliberacio--

nes, la ley brinda su más ámplia protección a este derecho permi­

tiendo solamente su restricción en los casos especfficamente prec!._ 

sados por la misma. 

(6) Herrera, Mario. - Las Asambleas de Accionistas, México 1967, 
la. edición, pág. 78. 



CARACTERISTICAS Y LIMITES. 

Nos hemos venido refiriendo en el presente estudio, al vo­

to en general, sin embargo., dado que la sociedad anónima es la -

más importante, as! como la que podemos considerar más comple_ 

ta tanto en su funcionamiento como en su construcción, enfocare- -

mos las subsecuentes líneas a estudiar concretamente las caracte­

rísticas tan especiales que toma el voto al referirse a dicha socie_ 

dad. 

El derecho de voto nace para el socio, en el momento de -

conr,tituirse la sociedad y acompaña a éste durante toda la vida de 

1 a misma, en principio, su titular es el propietario de una acción, 

legitimándose como tal segón se trate de acciones nominativas de -

circulación restringida o al portador, quien aparezca señalando en 

el trtul o y en el registro de socios y quien tenga la posesión de las 

acciones segtín se trate. 

Aún cuando el ideal sería que las asambleas se integren con 
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1 a presencia personal de los accionistas y que éstos deliberarán y 

votarán para formar la voluntad social, la dificultad de lograr en -

todos los casos este ideal, lleva a la ley (artículo 192), a autori--

zar que los socios se hagan representar por mandatarios ya sea -
I» 

que pertenezcan o no a la sociedad, estableciendo sólo la prohibi-
,/, 

ción de que estos mandatarios sean los administradores o los com!_, 

sarios de la sociedad. 

El representante puede a su vez representar a varios accio_ 

nistas y votar en un sentido o en otro de acuerdo con las instrucci~ 

nes que lleve de cada representado. 

En el artículo 192 de nuestra ley, se deja en libertad a los-

estatutos para determinar 1 a forma en que debe conferirse la repr! 

sentación,. Ante el silencio de los estatutos, el mismo artrculo nos 

dice que deberá ser por escrito. 

El artículo que comentamos dice: "los accionistas pueden -

hacerse representar en las asambleas por mandatarios ya sea que 

pertenezcan o no a la sociedad". Rodríguez Rodríguez (1) critica -

la expresión diciendo que no se trata de mandatarios, pese a la le­

tra del texto sino de representantes, pues la relación subyacente a 

(1) Tratado. - obra citada, tomo I, pág. 450. 

~--
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la representación puede ser de mandato o no serlo ya que como el -

mismo autor señala, la representación puede estar vinculada a un 

contrato de prenda, de depósito, de mandato, etc. 

No existe sin embargo en las legislaciones uniformidad en el 

tratamiento del derecho de voto, dividiéndose según Rivarola (2) -

en tres grupos principales: el primero concede el derecho de voto -

y de asistencia a las asambleas al titular de cada acción. Un se--

gundo grupo de legislaciones, permite a los estatutos fijar un ntí--

mero determinado de acciones como requisito para permitir a los -

socios la participación y voto en las asambleas. Finalmente, exi~ 

ten legislaciones que permiten estas limitaciones estatutarias pero 

que facultan a los accionistas que no tengan un nt:imero mfnimo, a -

reunirse entre sr para alcanzar este nt:imero que les permita parti-

cipar en 1 as asambleas. 

Astín cuando "el derecho de voto no se puede concebir sino 

como la manifestación absolutamente libre de la voluntad de quien -

1 a ejerce" ('3). Vemos que en ocasiones la ley o los estatutos facl!!_ 

tan a los socios a realizar pactos entre sr o con extraños para el - -

(2) Rivarola Mario A. - Sociedades Anónimas, Buenos Aires 1957, -
5a. edición, tomo I, pág. 142. 

(3) Gómez Vargas Carlos. - obra citada, pág. 40. 
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ejercicio del voto en un sentido determinado o para mantener las -

cotizaciones y el precio de' las acciones en el mercado, fenómeno -

que se conoce en la doctrina como sindicato de acciones. 

Se ha dicho también que el derecho de voto es inherente al -

trtulo acción y que corresponde al titular de la misma. Sin embar-

g~, en los sindicatos de que hablamos se transmite la acción sólo 

para que el grupo ejercite el voto, formando una minoría que haga -

frente a la mayorfa o en otros casos para constituir la mayorfa que 

tenga en sus manos el control de la empresa, mientras la acción -

contin'da teniendo como dueño al socio. Los sindicatos de accionis 

tas no son permitidos en nuestro derecho ya que el artículo 198 de 

nuestra ley prohibe en forma expresa todo convenio que restrinja la 

l ibertad de voto de los accionistas. 

Para nosotros, coincidiendo con Uria (4) " el derecho de v~ 

to es un derecho personal que por su peculiar naturaleza no puede -

ser enajenado con independencia de la acción y habrá de ser ejerc!_ 

tado necesariamente por el propio accionista, por sr o por medio -

de representante". En el mismo sentido Halperin (5) para quien -

"el derecho de voto es intransferible: corresponde al socio, esto -

(4) Obra citada, pág. 216. 
(5) Obra citada, pág. 311. 



25-

es al accionista, y a la sociedad en su propio resguardo y de los -

demás accionistas. De ahr que para ella sean inopetantes los acue! 

dos de bloques o de sindicación de acciones: quien resulte ser ac-­

cionista tiene plena libertad de votar". 

Existe otra forma de transmisión del voto con independencia 

de la propiedad de la acción y es la cesión legitimadora que a1in - -

cuando nuestro derecho no 1 a regula, vemos que se practica princi­

palmente por las instituciones bancarias, las cuales suelen utilizar 

el voto en su favor para mantener su influencia y en ocasiones con­

trolar diversas sociedades, en una extensión mayor a la que su ca­

pital les permitiría. 

Rodríguez Rodríguez ( 6) define la cesión legitimadora dicie!!, 

do "se habla de cesión legitimadora cuando se transmite fü acción -

para que el adquirente pueda votar con ella como si fuese suya a P!:, 

sar de que el cedente es y quiere seguir siendo dueño", haciendo -

incapié más adelante en que en esta figura lo característico es que 

se vota con acciones ajenas en interés propio. Esta característica 

la hace diferente del mandato y la representación en las que se vota 

en ocasiones a nombre o al menos por cuenta de otro. 

(6) Tratado. - obra citada, tomo I, pág. 454. 
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No obstante que en principio, el ejercicio del derecho de v~ 

to no puede encontrarlünites, ya que ello representaría desposeer 

al accionista de uno de sus atributos principales, debemos aclarar 

sin embargo, que en ciertas circunstancias el ejercicio de este de-

recho originada conflictos de intreses que el orden jurídico se ve 

· · en la necesidad de regular. 

Conforme al artfculo 196 de nuestra ley, el accionista que -

en una operación determinada tenga un interés propio o por cuenta 

ajena, contrario al de la sociedad, deberá abstenerse de votar. • 

Este conflicto de intereses se presenta también cuando la delibera . . -
ción se refiere a la aprobación del balance o a la responsabilidad -

. de los administradores y comisarios con relación al derecho de -

voto de estos y aquellos, razón por la cual deberán abstenerse de 

votar. 

Queda en suspenso también el derecho de voto, cuando la -

sociedad haya adquirido sus propias acciones por adjudicación juc!,! 

cial de acuerdo con el artículo 134, ya que señala que en tanto p~ 

tenezcan las acciones a la sociedad no podrán ser representadas -

en las asambleas de accionistas. 

Otro caso que presenta problema en cuanto a la posibilidad 

de votar en 1 as asambleas, es aquel en el que el importe de la ac_ 
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ción no ha sido totalmente cubierto y el accionista se encuentra en 

mora, supuesto en el que podr! a pensarse que el ejercicio del de~ 

cho de voto queda suspendido. Nosotros consideramos que los acci2 

nistas morosos " son socios mientras no se les excluye de la socie­

dad" (7) y por lo tanto mientras no se proceda a vender sus acciones 

o se adjudiquen a la sociedad, el accionista conserva su derecho de 

voto. 

(7) Vázquez del Mercado. - obra citada, pá.g. 91. 



NATURALEZA JURIDICA DEL VOTO. 

Si entendimos al hablar de la emisión del voto que el produ~ 

to de la deliberación de las asambleas, son los acuerdos emanados 

de ellas, como expresión de la voluntad social; derivadas de la dis . -
cusión y votación de los socios, comprenderemos que no podremos 

hablar de la naturaleza jurfdica del voto, Si JÍO es en fntima rela-­

ción, y unión con el estudio de la naturaleza jurídica de la deliber!_ 

ción. 

En nuestro afán de llegar a determinar la naturaleza jurfd!._ 

ca de 1 a deliberación, y con ella la del. voto, haremos un breve -

análisis de las diversas teorias al respecto. 

Se ha hablado de la deliberación como un contrato, concep-­

ción que la doctrina a rechazado de manera enérgica, y as! Ascare-

111 (8) nos di ce: " queriendo profwidizar la naturaleza del acuerdo -

(8) Ascarelli Tulio. - Sociedades y Asociaciones Comerciales, -
Ediar, S.A. 1947, pág. 160. 
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me parece exacto no sólo excluir como es obvio que la misma con!! 

tituye un contrato entre los socios •... ", este criterio en verdad se -

justüica, ya que resulta evidente que en la deliberación no podemos 

encontrar un contrato, pues los elementos· característicos de la figu_ 

ra contractual no se encuentran por ninguna parte en la delibera- - -

ción. 

Existe contrato cuando las partes que intervienen en este ac _ 

to jurídico persiguen finalidades contrapuestas, en el sentido de que 

cada parte busca para sr la prestación convenida a cargo de la otra; 

en la compraventa el mio busca adquirir la propiedad del bien mate_ 

ria del contrato, mientras que el otro persigue el precio. 

En la deliberación, los votantes no esperan paras! una pre! 

tación a cargo de otro u otros votantes, y por tanto las declaracio-­

nes de volwitad emitidas no se contraponen la una a la otra. Todos 

1 os que intervienen en la deliberación, persiguen fundamentalmente 

que se integre la voluntad social aunque cada uno de ellos pretenda 

·· ¡ un determinado sentido para esta declaración. 

También se ha visto en el acuerdo de la asamblea, un acto -

colectivo (9), concepción que no es aceptable, si por acto colectivo, 

(9) Vivante César. - obra citada, tomo II, pág. 233. 
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entendemos, el acuerdo de voluntades Wlidad para la satisfacción -

de intereses comunes· y parálel os, pues en esta figura jurfdica es-­

tas declaraciones conservan al exterior su individualidad, precisa­

mente porque los intereses jurídicos perseguidos por las partes no 

son iguales sino paralelos. Las declaraciones de voluntad en el a~ 

to colectivo, "no se fusionan para formar una voluntad tínica; si 

bien es cierto que se unen quedando no obstante individualizadas y 

perfectamente distintas" (10). 

Tampoco podemos aceptar, como resulta obvio, que el acue! 

do de la asamblea sea un acto unión, pues en esta figura jurídica, -

las partes persiguen finalidades diferentes aunque ligadas entre si -

para 1 a producción de las consecuencias jurídicas detalladamente -

precisadas por la ley. Los elementos de persecución de finalidades 

diferentes y determinación de las consecuencias jurídicas sin que -

las partes puedan cambiar ninguna de eUas no se presentan en la d~ 

liberación de la asamblea. 

Al manifestar su voluntad los socios mediante el voto deben 

precisar el sentido de la deliberación querida, y no tan sólo su de­

terminación de integrar una deliberación como sería. si aceptáce- -

(10) Vázquez del Mercado. - obra citada, pág. 195. 
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mosque se trata de un acto unión. 

También se han elaborado otras doctrinas que ven en la deli 

beración un acto sui generis, o bien se refieren a ella como una 

nueva especie de acto. En este sentido, Vá.zquez del Mercado nos 

dice que "la decisión de lllla asamblea proviene de lllla sola parte,-

es una decisión de carácter llllilateral y debe aceptarse como acto 

··~colegial" (11). 

Donati (12) después de examinar todas las doctrinas antes -

expuestas, concluye que "la deliberación de la asamblea, como V<?_ 

1 untad de un órgano, diversa de la voluntad de las personas de el -

encargadas no puede ser más que un acto únicamente simple". E§ 

te autor llega a esta conclusión partiendo de la crrt ica que hace del 

acto complejo diciendo que sólo se puede hablar de éste " cuando -

las declaraciones devoluntad que se funsionan pertenecen a varios 

sujetos, o a varios órganos distintos, cada uno titular de poder 

dentro del ámbito de una competencia determinada, y no siempre -

que se realice la fusión de decl araciones de voluntad de varias pe! 

(11) "Reconocida a la junta de condición de órgano expresivo de la -
voluntad social; sus acuerdos no pueden ser sino actos jurídi­
camente simples" Joaqufn Garriguez y Rodrigo Uria. - Comen 
tarios de la Ley de Sociedades Anónimas, ·Madrid 1952, tomo r, 
pág. 506. 

( 12) Donati. - obra citada, pag. 57. 

........... ____ .. 
..._ 
.; ..__. 
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sanas físicas, cuando éstas no se presentan investidas de un órgano 

distinto dentro de un ordenamiento jurídico determinado, sino que -

están todas ellas en conjunto, encargadas de un órgano que en dicho 

ordenamiento se presenta como unitario" (13). 

Si partimos como Donati (14) del concepto modificado de ac­

to complejo en el que señala a la funsi6n de voluntades de los suje--

tos u órganos en los que "cada uno es titular de poder dentro del -

ámbito de una competencia determinada" debemos concluir que la -

deliberación no es un acto complejo; pero al estudiar el concepto -

que la doctrina nos da del mismo no encontramos ndada que se re-

fiera a esta nueva caracterlstica que le señala el citado autor. 

También este jurista niega que la deliberación sea un acto -

complejo, porque considera que no se puede hablar en ella de fu- -

sión de declaraciones de voluntad,· debido al contraste de mayoría 

y minoría y que no es posible que se sumen a la primera de estas -

categorfas, las decisiones contrarias de la minoría; pero el mis--

autor nos aclara el punto señalado "que una vez reconocida a la - -

asamblea la calidad de órgano y afirmado el principio mayoría, es 

1 !cito concluir que la voluntad de cada miembro, asr sea en concu! 

(13) Donati. - obra citada, pág. 57. 
(14) Obra citada, pág. 59. 

1 

1 
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do de que emana de un único órgano que es la asamblea, emana de -

varias voluntades de contenido igual que tienden al mismo fin, y se 

funden en sr de modo que constituyen una voluntad común, que tie­

ne carácter de unidad, diversa de las voluntades que la forman y de 

una suma de estas voluntades. 

Las declaraciones de voluntad de todos los votantes, persi­

guen un fin jurídico unitario, que es la integración de la delibera- -

ción que será la expresión de la voluntad social. 

Hay unidad en el querer una deliberación, no ob_s~te que -

cada votante puede pretender contenido dis~into de esta delibera- -

ción, en virtud de que todos ellos conocen el proceso de formación 

de la voluntad social que será acoerde con el sentido de la mayo--

ría. 

Hablamos de finalidad jurídica, para distinguir el fin prote~ 

do por el derecho y la manifestación dei querer a la que el orden ji!_ 

r!dico hace producir consecuencias de derecho, de la finalidad - -

subjetiva que cada votant"! puede perseguir. 

Creemos que la clasüicación formulada "agota todas las p~ 

sibilidades de actitud de dirección de la voluntad y la deliberación, 

atín teniendo presente sus peculiares caracterfsticas no puede si- -

tuarse al lado de dichas categorías, sino tan sólo dentro de una de 
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ellas" (19). 
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De acuerdo con estas el asificaciones coincidimos con quie--

nes opinan que el acuerdo de la asamblea de accionistas es una de--

claraci6n de voluntad unilateral. "La deliberación de una asam- -

blea es un acto unilateral no obstante que dicha deliberación prove~ 

ga de un órgano formado por varios individuos quienes a su vez em.!_ 

ten una declaración de voluntad a través de su voto. En todo caso -

los votos se consideran como elementos del procedimiento de for-

mación de la voluntad social" (20). Para Rodrigo Uria (21) la delt~ 

ración "es un negocio unilateral, aunque se forme por la coinciden-

cía de una serie de voluntades individuales las de 1 os socios que v~ 

tan a favor del acuerdo". 

De las razones expuestas se puede terminan concluyendo que 

1 a deliberación .de la asamblea es un acto complejo unilateral. 

Es un acto complejo, porque como señalamos las declaraci!?_ 

nes de voluntad o votos tienden a la realización de un único fin, que 

es la integración de la voluntad social. Es unilateral en el sentido 

de emanar de una persona, a través de un órgano, que es precisa-

(19) Donati. - obra citada, .pág. 52. 
(20) Vázquez del Mercado. - obra citada, pág. ·92. 
(21) Obra citada, pág. 243. 
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mente la asamblea de accionistas. 

A mayor abundamiento, precisaremos que los votos se fun-

den de manera indivisible en forma tal que la deliberación no puede 

identificarse con 1 a suma de dichos votos. Es el principio mayor_! 

tario como base para la integración de la voluntad social, el que dá 

sentido al acuerdo de la asamblea. 

Teniendo la anterior definición como base trataremos de con 

ceptuar la naturaleza jurídica del voto, a partir de la clasificación 

que de los hechos jurídicos nos hace la doctrina francesa, "com- -

prendiendo todos aquellos acontecimientos naturales o del hombre -

que originan consecuencias de derecho" (22). Aunque con esta def!_ 

nici ón coincida la mayoría de los autores, preferimos afirmar que 

"son hechos jurfdicos los acontecimientos trascendentales para el -

derecho" (23), definición que tiene la ventaja de no prejuzgar sobre 

la naturaleza del hecho definido. 

En la clasüicación de los hechos juridicof;, se atiende a los 

élementos que intervienen en su formación y por lo tanto se distin­

gue entre hechos en los que interviene la voltmtad humana y aque--

(22) Rojina Villegas Rafael.·- Derecho Civil Mexicano, 3a. edición, 
México 1959,. tomo I, volumen I, pág. 292. 

(23) Muñoz Luis. - Derecho Mercantil, tomo I, México 1952, pág. -
165. 
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l los en los que ésta no se presenta. Preferimos esta clasüicación 

a la que nos habla de hechos voluntarios e involuntarios, ya que de 

voluntad sólo se puede hablar, con relación al hombre y existen h~ 

chos jurídicos en los que el hombre no interviene; se habla en esta 

forma de que " el hecho jurídico está constituído, o bien por un h~ 

cho en el que la voluntad humana interviene y en el que el orden j'!_ 

r!di co entra en movimiento" (24). 

Dentro de los hechos jurídicos en los que interviene la vo--

1 untad del hombre, encontramos el hecho jurídico propiamente di­

cho y el acto jurídico. Hay hecho jurídico voluntuio en sentido e! 

tricto cuando la voluntad interviene en la realización del hecho, sin 

que persiga 1 as consecuencias que de él se derivan. 

Es acto jurfdi co por el contrario "la manifestación de vo-

1 untad que se hace con la intención de producir consecuencias de -

derecho, las cuales son reconocí das por el ordenamiento jur!di- -

co", o sea que es "un acto de vol untad cuyo objeto es producir un 

efecto de derecho" (25). 

Se distingue· el acto del hecho jurídico voluntario porque si 

(24) Fraga Gabino. - Derecho Administrativo, 8~. edición, México 
1960, pág. 29 •. 

(25) Fraga Gabino.- obra citada, pág. 29. 
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bien en ambos interviene la voluntad, en el hecho se quiere la real.!_ 

zación del mismo sin interesarse en las consecuencias, en tanto que 

en el acto existe la intención de producir un efecto de derecho. 

Siguiendo con la idea antes expresada, si una persona, bajo 

condiciones especiales manifiesta su voluntad, con deseos de prod'!_ 

cir consecuencias de derecho, será calüicada esa conducta, como -

acto jurídico. 

Relacionando 1 o ya expuesto, comprenderemos la naturaleza 

jurídica del voto sí conclu!mos con que este es: una manüestación -

externa de voluntad, por persona legitimad!!, dentro de una reunión 

de accionistas, debidamente convocados, con el deseo de integrar -

1 a voluntad del ente jurídico, cuando modificando o extinguiendo una 

relación jurr di ca. 

Asr el ser socio de 1 a sociedad, implica ser responsable de 

todos 1 os derechos y obligaciones que se desprenden de tal carác-, 

ter, es evidente que uno de esos derechos será el de poder consti--

tuir la voluntad social mediante la emisión del voto. 

De esta forma, quien asiste a una asamblea a externar su -

punto de vista o su deseo de que la deliberación sea en tal o cual 

sentido, desea manüestar su voluntad con la intención de producir 

consecuencias de derecho que sean reconocidas por el ordenamien-



.. 

TEORIA DE LA PEROONALIDAD. 

Ya en lmeas anteriores expusimos que, la personalidad de -

los entes colectivos es una ficción jurídica, creada por la ley. E~ 

ta doctrina perteneciente al ilustre jurisconsulto Savigny (1), se r~ 

fiere tan sólo a las personas colectivas, sin embargo un análisis -

más minucioso de esta teoría, nos lleva a la conclusión de que ya -

en ella aparece la idea de que la personalidad jurídica en general,-

es una figura constru!da por el derecho. Esta idea da lugar a una 

serie de doctrinas que aparecen en el siglo pasado: la llamada de -

la 11 equiparación" (Bohlau, Bruns, etc.), la de los "derechos sin 

sujeto" de Winscheid, etc., todas ellas contienen el germen ideal 

de que la personalidad jurídica de los entes rociales es una cons-

trucción del derecho. No niegan la realidad básica de los entes -

sociales, sino que enfatizan que lo que funciona como sujeto de 

(1) Savigny. - Sistema del Derecho Privado Romano, traducción de 
J. Mesías y Manuel Poley, Madrid 18 79. 
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.. 
personas físicas". En esta doCtrina de Ferrara, hay que desta-

car dos hechos: el que afirma, que la personalidad jurídica indiv! 

dual es tan construfda por el Derecho como la personalidad jurf<!_! 

ca del ente colectivo, y el haber "caracterizado la personalidad 

como wtificación ideal de relaciones". 

Esos mismos pensamientos se hallan mejor definidos en la 

exposición de Kelsen. 

Este gran maesto nos expone que "la estructura lógica lla--

mada imputación es el modo de enlace caracterfstico de dos he- -

chos en una norma. Los hechos, 1 os fenómenos, eri el mundo de 

la naturaleza están vinculados unos a otros por el fenómeno de la 

causalidad. Sin embargo, en las normas también los diversos el~ 

mentos en ellas contenidos, se relacionan entre sf; pero esa rela-
1 

ci6n, no es de causalidad, sino que es normativa; en la norma jur_! 

dica aparecen vinculados determinados supuestos con determina­

das consecuencias: supuesto tal hecho se deberán producir tales -

consecuencias. Aquí nos hallamos ante dos hechos, que no se rel-ª 

cionan entre sI por un proceso de causalidad real, sino por una Vi!! 

culación normativa originada en el precepto jurídico, a la que se -

llama imputación normativa". Ejemplo: si un comprador no paga 

el precio y el vendedor se lo reclama judicialmente (supuesto)el Es 
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tado impondrá un procedimiento de ejecución forzosa contra aquel 

(consecuencia), es decir, al hecho de la morosidad del compra- -

dor, junto con el hecho de la reclamación del vendedor, se le iJll 

. puta normativamente otro hecho, a saber: la ejecución forzosa y -

no se trata de ninguna relación de causalidad efectiva, sino de -

una vinculación jurCdica. Otro ejemplo: quien mata a un hombre -

intencionalmente (supuesto), será condenado a muerte, (conse- -

cuencia); la muerte del asesinado, será vinculación real del he- -

cho y fenómeno de causalidad natural, no asr la muerte del asesi­

no que será el efecto de la imputabilidad en virtud de la norma. 

La imputación personal normativa es la forma de enlace ju­

rldico entre el sujeto del deber y el objeto del mismo, positivo c~ 

mo cumplimiento; o negativo por transgre.sión, u omisión del ac-­

to. 

Asl pues, la imputación, desde un punto de vista normativo -

inmanente, no se funda en la serie causal, voluntaria, no está ne­

cesariamente ligada a éstas pero puede coincidir con ésta. La iJll 

putación jurídica expresa simplemente el enlace que establece la -

norma entre un hecho, un objeto y un sujeto. La imputación parte 

de un hecho externo al sujeto y lo vincula a un punto o centro ideal, 

al cual va a parar esa imputación. Ese punto ideal que funciona -
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como término de una imputación, es lo que la Teoría del Derecho 

llama voluntad. La vol uritad1 jurr dicamente, no en su acepción -

psicológica es una pura construcción normativa que representa un 

punto final o término de imputación. Muchas veces la voluntad j~ 

ridica coincide con la voluntad psicológica; pero no es forzosa es­

ta coincidencia. 

Asr pues, ser sujeto de una relación jurídica no representa 

un hecho real, no es expresión de una efectividad natural, no den.2_ 

ta una situación de causalidad, sino que es el resultado de una ~ 

putación normativa establecida por el Derecho. Es decir, al -

plantear el problema de la persona jurídica (asr individual como-

. colectiva) no nos encontramos en el plano de 'la realidad, sino que 

estamos dentro de 1 a esfera inmanente de lo juridico, que tiene -

su propia contextura y su propia lógica. Este problema no cons~ 

te en preguntarnos por una realidad,· sino en preguntarnos por -

una imputación normativa. Kelsen ( 4), expresa que cl. concepto -

corriente de persona en sentido jurídico no es más que una expr~ 

sión duplicada del deber jurfdico y del derecho subjetivo, conceb!_ 

dos en forma personalizada. La persona para el Derecho no de--

( 4) Obra citada. 



ta relación con el ordenamiento jurídico . 
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La representación ha reportado en todas las épocas una ex_ 

traordinari a utilidad, pues ha permitido que todas aquellas pers~ 

nas imposibilitadas para realizar actos válidos, los lleven a ca-

bo por medio de un representante, obteniendo de esta manera los 

efectos plenos de un acto válido, aún cuando el interesado hubiere 

tenido cualquier clase de incapacidad. 

Es decir no sólo permite al incapaz realizar actos válidos 

sino también permite a los capaces realizar múltiples actos jur!_ 

dicos, en distintos lugares y simultaneamente, como si ellos - -

mismos los realizaran en pleno goce de sus derechos. 

Señal an di versos tratadistas entre ellos Gutiérrez y G. -

(1), que la sociedad actual se funda en tres ficciones: la repre­

sentación, la persona moral y la incorporación en los títulos de 

crédito. 

El maestro Barrera Graf (2) , hablando de la representa-

ción, nos dice que: "el representante, a virtud de la autoriza--

ción que recibe del principal, adquiere la facultad de adquirir d! 

rechos y asumir obligaciones sin que él devenga parte o intere-

(1) Gutiérrez y González. - Derecho de las Obligaciones, 2a. edi 
ción, Puebla, Méx. 1965. -

(2) Barrera Graf Jorge. - La Representación VolW1taria en Dere 
cho Privado, México 1967, pág. 17. -
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sado directo en tales obligaciones y derechos¡ pero además la ª«L 

tuación del representante, al obrar por y a nombre del represen-

tado, es o debe ser conocida del tercero con quien trata". 

Coincidimos en la anterior definición de representación, 

athl cuando pensamos que a la misma le falta hacer mención de -

aquel la representación que surge no de 1 a voluntad, sino que es -

impuesta alln en su contra, por la ley. 

Analizando lo anterior encontramos que: 

1. - La representación puede originarse en la ley. 

2. - La representación puede ser por voluntad del re­

presentado. 

3. - El representante tiene la facultad de adquirir de-

rechos y obligaciones. 

4. - Los derechos y obligaciones asumidos por el re- -

presentante, perjudican o benefician 11nica y excl.!,! 

sivamente al representado. 

5. - Que esta representación debe ser conocida por el 

tercero con que se trata. 

Dentro de las figuras en las cuales la representación se or~ 

na en legislación, señalaremos la tutela, la patria potestad, la sJ..!! 

dicatura, el albaceazgo, etc. 

-~ 

.. --...... ... -'. .. -- .......... 
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nen con el por virtud del encargo o de los actos a realizar a nom­

bre o en interes del poderdante. 



ción del mandante por el mandatario o "pacto.de interposición del 

mandatario", se reduciría di_ cho contrato a una simple presta- -

ción de servicio, con obligación de venta por parte del prestata-­

rio hacia el contratante. Asr, como obligación del mandatario que 

obra a nombre del mandante, surge la de hacer suficiente publici­

dad al citado contrato de mandato, a efecto de que todas las pers~ 

nas que celebran tratos con el mandatario estén enterados que los 

celebran con el mandante. 

Nuf;stro Código Civil, al referirse en su artrculo 2546 al .. 

mandato, concepttia. a es~a figura jurldica como "un contrato por 

el que el mandatario se obliga a ejecutar por cuenta del mandante 

los actos jurl'dicos que éste le encarga". 

Es claro que nuestro Código, al seguir los lineamientos del 

Código de Napoleón que en su artf~ulo 1984 a la letra dice: "el 

mandato o procuración es W1 acto por el cual \Ula persona da po-­

der a otra para hacer algo por el mandante y en su nombre. El -

contrato no se perfecciona sino por la aceptación del mandatario", 

confunde y mezcla conceptos que aunque se relacionan y mm se .. 

complementan, son totalmente distintos entre si. 

Para la existencia del mandato, como para la existencia de 

cualquier otro contrato, es necesaria el consentimiento de los co!!_ 
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miento no debe encontrarse viciado con relación al acto cuya con-

clusi ón forma el objeto del contrato, bajo pena de nulidad, sin e~ 

bargo, no se aplica esta disposición a quien ocultando la relación 

de mandante-mandatario, engaña a quien se relaciona con él, ere_ 

yendo que contrata con quien está tratando, encontrándose en un -

error invencible. 

El mandato supone, pues, la representación; el mandatario 

no obra en su nombre personal,· sino en nombre del mandante; no 

se obliga el mismo, obliga al mandante. 

El objeto del mandato es 1 a conclusión de uno o varios actos 

jurídicos por el mandatario. Un simple consejo o recomendación 

no constituye pues, un mandato. El mandato es especial o gene- -

ral segdn su objeto. La especialidad o la generalidad del manda-

to puede ser entonces ya sea desde el pundo de vista de los bienes 

sobre los cual es es susceptible de recaer, o bien en cuanto a los 

actos que el mandatario tiene poder para cumplir. 

Desde el pWlto de vista de los actos jurídicos que han de - -

cumplirse: el mandato le da al mandatario el poder de represen-

tar al mandante, ya sea en to dos los actos jurídicos, ya sea en --

tal acto determinado. El mandato especial puede limitarse a la -

simple estampación de la firma en nombre del mandante (delega-

t 

l: 



COMISION. 

En relación con el mandato aplicado a los actos de comercio 

nos dice el artrculo 273 del Código de Comercio que "el mandato, 

aplicado a actos concretos de comercio se reputa comisión mer-

cantil". 

Esta figura a diferencia del mandato civil que puede ser ge_ 

neral o especial, 11nicamente puede ser especial, ya sea para uno 

o varios actos concretos y espec!ficamente señalados en el acto 

del otorgamiento. 

De la misma forma, por lo que se refiere a poderes en ma-

teria cambiarla, el artículo 9o. de la Ley General de Títulos y -

Operaciones de Crédito, exige la forma escrita e inscrita en el .. 

Registro P1íblico de Comercio para otorgar y suscribir trtulos de 

crédito. 

La costumbre mercantil, por razones de seguridad, y para 

la mejor protección de los mtlltiples mtereaes en juego, exige el 
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poder escrito como sucede en materia de sociedades, para que -

\Dl socio se haga representar en una junta de socios o en una -

asamblea de accionistas. 

··• 



. 
TEORIA DE LA LEGITIMACION. 

La capacidad para ser parte, señala quien tiene facultades -

suficientes para actuar válidamente en genera!; la capacidad pro-

cesal señala los requisitos necesarios para que ese actuar sea vá-

lido, pero cuando esa capacidad se concreta a un acto en particu_ 

lar, no son suficientes lás facultades que teni'a en potencia ese Sl!._ 

jeto, sino que necesitan el complemento de uno nuevo que determJ. 

ne la relación directa que guardan las partes con ese acto, asr C<2_ 

mo la actualización de las facultades pose idas por el sujeto; a es_ 

ta relación y actualización de derechos y facultades, se da el noll!. 

bre de legitimación o capacidad actual especifica. 

El término legitimar, no es tan sencillo como aparenteme~ 

te se ve. Legitimar y legitimación son términos que por su amp~ 

tud y su abstracción, no puntual izan exactamente cual es su ve~ 

dera sustancia y su exacto contenido; se habla en derecho de con-

ductas legitimadas, de hijos legitimados o legitimables, de le~t.!. 

maciones mercantiles y administrativas y aunque es denominador -



60_ 

común de todas ellas el atribuir la condición de conforme a dere­

cho y debidamente justüicado, es fácil comprender que es un tér­

mino tan ámplio y de tan diversas signüicaciones que es poco apto 

para expresar con precisión el contenido material y jurídico que -

se desea asignarle. En varios intentos por definir esta situación 

y atribuirle un concepto concreto a este término, las creaciones -

doctrinarias, pretendieron encerrar en dos palabras, toda la gama 

de significados y conceptos que este término tiene. As! trataron -

de circunscribir el término legitimación en las palabras de acción 

y personalidad, entendiendo por acción la actualización del dere-­

cho al ser ejercitado por su titular y la interrelación existente en­

tre ambos. Y en cuanto a personalidad se refiere, quedó señalada 

como la relación cualitativa existente entre el título de derecho y 

el substrato real objeto de dicha imputación. 

Creemos que el anterior concepto sea el que mejor refleja la 

idea que tenemos de la legitimación después de haber hecho un es­

tudio de las doctrinas más importantes que al respecto se refieren 

y que son varias. 

Un primer grupo entiende por legitimación, la capacidad del 

titular, estimándola como una cualidad subjetiva de aquel, o su aE_ 

titud para ser sujeto de derechos (De la Plaza), entendida como -
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capacidad dispositiva (este criterio ha sido refutado por Guasp). 

Guasp (1) á su vez nos dice que "la legitimación no es un grado'de 

capacidad, porque esta consiste en una aptitud determinada in.ge-

. nere para cada persona, independientemente de su relación con un 

acto o serie de actos determinados, mientras que la legitimación -

se fija con relación a estas mismas personas sub-especie del ac­

to concreto de que se trate, como tampoco es una condición para­

que la pretensión se act ue, sino para que se examine en cuanto al 

fondo, estimándola como una consideración especial en que tiene -

la ley, dentro de cada acto, a personas que se hallan en una de- -

terminada relación con el objeto de la pretensión actual y en vir­

tud de cuya consideración exige, para que la pretensión se exam.!_ 

ne en cuanto al fondo, que sean dichas personas las que figuran -

como partes en el acto". Sin embargo de todas las creaciones - -

doctrinarias existentes , pensamos que la tesis del maestro Carn_! 

lutti es la más acertada a nuestro juicio. 

Posición de Carnelutti: 

Dice este autor que hay que contrastar la cualidad del age!!. 

te; es decir la categorla de su persona en relación al acto por re! 

(1) Guasp, Jaime. - Derecho Procesal Civil, Madrid 1956. 
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lizarce y el conjunto de cualidades del agente con trascendencia -

para la eficacia jur!dica de sus actos. 

La segunda (capacidad) se refiere a una posición del agente; 

es decir a una relación entre el y los demá.s hombres. La posi--

ción del agente, trascendente para la eficacia jurfdica de su pac­

to, recibe el nombre de legitimación. Añade que el concepto de -

legitimación ha sufrido variaciones, en virtud de antitesis, por -

contraste con la capacidad; se trata ahora de la dependencia del -

efecto· jurldiéo, no con rel ación a una cualidad o categoría, sino a 

un11. posición del :.>,gente; la diferencia entre cualidad y posición se 

basa en que se considere al agente en si, independientemente de 

la doctrina, o bien en relación con esta o sea con los demás hom_ 

bres. 

Dice ser evidente y que por lo mismo no necesita ser expl!_ 

cado , que los fines de la justicia del acto pueden requerir ade- -

más de ciertas cualidades del agente, una posición suya, ya que -

de ella depende o puede depender su idoneidad para obrar conf oE_ 

me a justicia; esta es la causa por la que la acción no puede ejer_ 

citarse en el proceso civil por cualquiera, si no tan sólo por - -

quien tenga la posición de parte, como tampoco cabe que la .deci-

sión sea pronunciada por cual quiera, sino tan sólo por quien tenga 
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do implica una posición ajena respecto de la cual se determina. 

La legitimación secÚndaria es una legitimación mediata a -

través de la legitimación principal; presenta por lo mismo varias 

graduaciones, a las que se pueden dar los nombres de legitimaci~ 

nes de segundo, de tercer grado, etc. 

Añade que el concepto de legitimación secundaria o mediata 

puede descomponerse interiormente en dos variedades que nos s~ 

rán asfmismo titiles para poner orden en los fenómenos que se o~ 

servan a propósito de los actos de parte. 

La legitimación secundaria puede, en efecto, limitar al age_!! . 
te para obrar por si sólo, en lugar de la persona a quien corres--

ponda la legitimación primaria, o bien tan sólo para obrar jwito a 

ella y, por consiguiente cuando ésta actue. Conforme a este crit~ 

rio, la legitimación secundaria se divide en legitimación indepen-

diente y en legitimación dependiente. · 

Mantiene que no se ha de ocultar que una de las mayores ve_!! 

tajas que. la ciencia del derecho puede obtener del trasplante del .. 

concepto de legitimación al terreno de la teoría general es la de -

poder, al fin, colocar en su puesto en el cuadro de los actos jurfc!! 

cos el fenómeno de la representación que, hasta ahora, ha perma-

necido, por decirlo asr, en una situación extravagante. 



DIFERENCIAS Y SEMEJANZAS. 

El derecho ha surgido, en tanto cuanto han surgido interr~ 

laciones humanas. El derecho sólo encuentra razón de ser en -

tanto señale el alcance de mi conducta y sancione mis actos. No 

podemos concebir al derecho en una sociedad carente de relacio­

nes humanas, pues no t endr!a objeto que regular, pero tampoco 

existirfa sociedad. 

Al hablar entonces de personalidad, representación y legit!_ 

mación, estamos hablando iínicamente de conductas y sus relaci~ 

nes para con las demás gentes. Sin embargo atin cuando se re­

fieren a lo mismo las tres figuras jurídicas mencionadas, es o~ 

vio que cada una de ellas, en virtud de que enfocan esas conduc­

tas desde determinada posición, no observan lo mismo, de lo -­

cual se desprende que cada una obtendrá un resultado diferente -

de sus observaciones, que le dará características propias a su -

significación. 
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Así tenemos que la personalidad es la imputación normativa, 

es decir es la titularidad de los derechos, la representación es -

aquella relación entre el titular y el que va a ejercitar determin!_ 

dos derechos de acuerdo a las instrucciones del titular y por últi-­

mo la legitimación será no la cualidad sino la posición que adquie­

re el representante, con base en la relación subyacente, para y - -

frente a las demás personas. 

Las tres figuras se refieren básicamente a conductas huma­

nas, además cada figura se refiere a una cualidad y a una posición 

las tres se refieren o pueden referirse incluso a un sólo sujeto el 

cual puede ser titular de derechos, representante y legitimado, -

sin embargo no podrán ser confundidos. 

Entendido que la personalidad es una imputación normativa 

a cualquier substrato real de base estable, ~ntendemos que la re_ 

presentación es la relación subyacente entre la personalidad y su -

instrumento físico para realizar. actos frente a los demás sujetos. 

Así tenemos que el ente moral tiene personalidad por ser sujeto -

de imputaciones normativas y su 11 representante" no fue sujeto de 

un contrato de mandato, sino que fue objeto de una relación entre 

ambos debido a ciertas cualidades del agente. Mas frente a· ter­

ceros no es una cua.J.idad la que lo hace legitünarse en los actos -
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a realizarse, sino que es la posición adquirida frente a ellos, deb_! 

do a la relación subyacente entre el ente moral y el agente; enton­

ces no será. representante, sino .legitimado. 

Si la legitimación es la relación cualitativa entre la person~ 

lidad y el sujeto, asr como la posición frente a terceros, es evide_!! 

te que necesita tener de presupuesto lógico e indispensable a la - -
, 

personalidad, más no asr a la representación, la cual viene a dar-

se sólo en casos especiales en los cuales el titular del derecho y 

el ejecutor del mismo no correspondan a las mismas personas, --

pues de lo contrario es un elemento que carece de relevancia jur!_ 

dica. 

Asr pues, la representación encuentra cabida tínicamente en -

aquellos casos en que 1 a titularidad de un derecho, y la persona -

que va a ejercitarlo son distintas; no habrá. pues posibilidad de re--

presentación sin legitimación ni personalidad, sin legitimación a~ 

que si se podrá presentar la legitimación sin representación mas -

no asr la legitimación sin personalidad. 



LA LEGITIMACION PARA EL EJERCICIO DEL VOTO. 

Ya hemos explicado que lo que entendemos por legitimación, 

es la posición que guarda el sujeto para con los demás hombres, en 

virtud de una relación subyacente y contractual con el sujeto titular 

del derecho. 

Asfpues, al estudiar al legitimado para votar, según las d~ 

versas figuras jurfdicas objeto de estudio, encontraremos que exis­

ten contratos que transmiten la propiedad, por lo que transmiten - -

también la calidad de socio y otros que transmiten exclusivamente -

la tenencia. 

Respecto de los primeros, al transmitir la calidad de socio, 

otorgan todos las facultades que ese status implica, incluyendo na~ 

ralmente el ejercicio del voto. 

Las segundas, al no transmitir por si mismas la calidad de 

socio, tendrán que proporcionar, según la relación existente entre -

el propietario y el detentador, la legitimación (posición según Car-
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nelutti) necesaria, para ejercitar 1 os derechos que hayan quedado 

eonsi gnados expresa o tácitamente en el acto que dió origen a la -

posición que ocupan el sujeto frente a los demás hombres . 

As! clasificaremos 1 os contratos a estudiar en transmiso-­

res de la propiedad y transmisores de la posesión. 



EL REPORTO. 

En virtud del reporto, tal como lo define el artículo 259 de 

la Ley General de T!tulos y Operaciones de Crédito, "el reporta­

dor adquiere por una suma de dinero la propiedad de títulos de -

crédito, y se obliga a transferir al reportado la propiedad de - -

otros tantos trtulos de la misma especie en el plazo convenido y -

contra reembolso del mismo precio, má.s un premio". De esta d~ 

finici ón se desprende claramente que este es tm contrato transla­

tivo de la propiedad, incluyendo el derecho de disposición, aún -

cuando deba entregar el reportador una cantidad i gual de tftulos -

de la misma especie, los cuales no forzozamente serán los mis-­

mos. Sin embargo, el Código ha tratado de proteger la buena fe -

del reportado que transmite la propiedad sólo temporalmente, y­

para que sus tnulos no sufran menoscabo por la negligencia del -

reportado le permite estar al tanto de la situación de estos trtulos, 

pudiendo incluso el reportado ejercitar un posible derecho de op_ 
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ción, al través del reportado, proveyendo de fondos suficientes p~ 

ra el caso (art!culo 261 Ley General de T!tulos y Operaciones de -

Crédito). 

As!mismo, el art!culo 263 de este ordenamiento, nos men­

ciona que el reportado tiene la obligación de suministrar los fon-­

dos suficientes para pagar cualquier exhibición que deba ser hecha 

durante el tiempo que el reporto dure, bajo pena de que el repor~ 

dor pueda 1 iquidar el reporto. 

De lo dicho en líneas anteriores se desprende que aún cuan­

do el reporto transmite la propiedad y no sólo unos cuantos dere­

chos, el reportador queda obligado para con el reportado, a con-­

servar los trtulos en el mismo estado que los recibe cuando éstos 

son especificados, o a regresar otros de la misma especie y cali­

dad cuando no lo son. Asr pues,' el reportador tendrá derecho a -

ejercitar el voto, sin más limitaciones que la obligación de poner 

en antecedentes al reportado y cuidar de los trtulos como buen pa­

dre de familia. 

Este contrato, en tanto que transmite la propiedad fntegra­

mente y condicionada únicamente por un convenio válido entre pa_!: 

tes, no afecta la tituhiridad y por tanto la legitimación, la que se_ 

rá en carácter de propietario y conforme a las reglas establecidas 
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para estos trtulos. \ 
\ 

'¡ 

Asfmismo en cuanto al deporto que como nos dice Cerv~tes 
!, 

Ahumada (1) "cuando la operación se hace con interés del repo~ 
\-

dor, el premio queda a favor del reportado, por lo cual al ser la -
\ 

operación inversa, se llama deporton. Este contrato en tanto ~ue 
i 

'Cinicamente es válido entre partes, puesto que transmite la prop~e 
' \-

dad, incluso el derecho de disposición de los trtulos, debe efec- \-
'1 

tuarse de preferencia con trtulos al portador dada su fWlgibilidad; \.. 
\ 

. pero afui en caso de ser nominativos, el reportado debe endosar ~ 
1, 

los títulos (en propiedad) al reportador. Así el i·eportador se le- 11

1 

gitimará válidamente con sus trtulos presentados conforme a los -

estatutos, dado que la tenencia que de los mismos hace, es a trtu_ 

lo de propietario, con las obligaciones que han quedado señaladas. 

(1) Cervantes Ahumada, Raúl. - Títulos y Operaciones de Crédito, 
Editorial Herrero, México 1966, pág. 231. 



CO.MPRAVENTA CON RESERVA DE DOMINIO. 

La compraventa, según el art!culo 2248 del Código Civil, es 

un contrato por medio del cual "uno de los contratantes se obliga 

a trasferir la propiedad de una cosa o de un derecho y el otro a su 

vez se obliga a pagar por ellos un precio cierto y en dinero". 

La compravente, es el contrato de traslación de dominio -

más usual en la práctica. Sin embargo esta situación de hecho or_! 

ginó que los vendedores trataran y de hecho lograran una protec- -

ción mayor a sus intereses. As! se creó la modalidad de reserva 

de dominio. Es esta una compraventa·en abonos, la cual se per­

f e e clona hasta el momento del tlltimo pago; momento en el cual la 

propiedad es transmitida al adquirente. En virtud de las ventajas 

que el contrato proporciona a los enajenantes, éste ha sido utiliz~ 

do para la compraventa de títulos valor. En este campo ha susci­

tado el problema de la legitimación para obrar y ejercitar los der~ 

chos que de ellos dimanan. 



................ 

Aparentemente y dado que la propiedad no ha sido transmit!._ 

da y sólo puede ejercitar 1 os derechos de socio, aquella persona -

que tenga esta calidad, se podrfa pensar que corresponde Wiicame!! 

te al propietario ejercitar este derecho. Sin embargo, dado que -

al comprar una acción se pretende disfrutar de ella con todos los -

derechos y beneficios que tras aparejada, será. indispensable que -

goce del derecho de voto, el nuevo propietario o adquirente, con -

las restricciones que de su legitimación se deriven o aquellas que 

le imponga el vendedor en el contrato celebrado. 

En caso de que no se haga mención expresa en el contrato de 

a quien corresponde el derecho de voto, tendremos que distinguir 

si las acciones son nomintativas o al portador. 

En caso de que el propietario se haya reservado el derecho -

de voto y en caso de que ese derecho se lo haya otorgado al adqui­

rente, también habremos de distinguir entre si las acciones son n~ 

minativas o al portador. 

Desde luego, dada la calidad de cosas muebles de los títulos 

de crédito, creemos que 1 os contratos que se celebren con respeE_ 

to de ello, deben ser registrados según lo dispone el artículo 2310 

del Código Civil en su fracción II. Además, de lo anterior, cree-

mos que deberl'a de mencionarse este contrato dentro de los mis-
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mos trtulos de crédito, fuesen éstos al portador o nominativos, p~ 

ra que le parasen perjuicio a terceros y especialmente a los acci~ 

nistas de la sociedad. 

Entrando al problema, que se suscita cuando no se hace men-

ciOn expresa, entenderemos que atin cuando el "animus" del con--

trato es el de transmití r la propietad, ésta atin no ha sido trans--

mitida y aun cuando según el art!culo 3o. de la Ley General de S~ 

ciedades Mercantiles, dice que las acciones "servirán para acre- -

ditar y transmitir la calidad de los derechos de socio", no pueden 

acreditar lo que jurídicamente no ha sido entregado. Por lo que si 
" 

las acciones son nominativas, independientemente de si han sido -

endosadas o no, la inscripción de 1 as mismas en el Registro Púb:!!, 

co de Comercio debe ser obligatoria; pero si están endosadas, al -

comprador se legitimará válidamente con ellas, mas el contrato de 

compraventa le impondrá algunas restricciones de las cuales los -

socios deben estar enterados a efecto que tanto sus deliberaciones 

como cualquier otra acto que lleven a cabo sean válidos. 

Si no estuviesen endosados, la posición del comprador, será. 

diferente, ya que será entonces un mero representante del vende--

dor y se legitimará, mediante la presentación de las acciones con-

forme a los estatutos y el contrato de compraventa, que lo legitim~ 



1'á Para actuar Válidamente, l>ero sólo en CaJfdad de "'Presentan. 
te del vendedor. 

' 

' Sn caso de que las acc¡ ones sean aJ i>Orfador, éstas legtt¡. 

"'arán Válidamente conio propietario al comprador, pero el con- -

trato de conipraventa le Pondrá ciertas restrJcciones a CUaJquler 

derec1io que trate de ejercitar, Por lo que deber,¡ ser conocido de 

los soctos, debiendo Por tanto, inscribirse en eJ llel!istro .Pi¡bU. 

co de Colllercio y liacerse nienci6n de ello dentro de los tl!u!os. 

Si el vendedor se reservó "'Presa.mente el ejerc¡cto de¡~ 
recbo de voto, lainbién se P<>drá hacer la distJnct 6n entre •l las -
acciones son nominativas o al l>Ol'tador. 

En el Prbner caso, !>Ueden surgir dos supuestos: 

Si las acciones han Sido endosadas. 

Si las acciones no han sido endosadas. 

En el Primer caso, el vendedor ha dejado de tener un ltlQ 

lo lellflilno sobre las acciones, . por lo CllaJ para eJercltar eJ de'! 

cho de voto, se lendrfa que l egltJniar coruo representante de¡ • • 

c01nprador; es decir, las acciones debidamente endosa<fas aJ co'.!! 

-

Pl'ador y el contrato de compraventa en el cua1 se reserva el del! 

clio de voto, lo hartan que fuera un mero representante de! coni •• 

Prador, asr eJ contrato de coinpraventa le otorga,ra tanto facUita. 
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adquirente, también se pueden hacer las distinciones anteriores, -

es decir, si las acciones son nominativas, cabe hacer la distinción 

entre las endosadas, las no endosadas y por último, las que fueren 

al portador. 

En caso de acciones nominativas endosadas, el comprador -

se legitimará. con el las, como legítimo propietario, teniendo coro~ 

l!mite sus facultades, aquellas que señale el contrato de comprave_!! 

ta del cual las acciones deben hacer imnci6n, debiendo estar ésto -

inscrito en el Registro Público de Comercio. 

Si las acciones no han sido endosadas, entonces el comprador 

se legitimará meramente como representante del vendedor, con las 

facultades y los derechos que le otorgue el contrato de compraven-­

ta. 

Por último, si las acciones son al portador, creemos que és­

tas legitiman válidamente al comprador como propietario, restrin-­

giendo su derecho únicamente en razón del contrato de compraventa 

celebrado, el cual para conocimiento de los socios, deberá estar 1! 

gistrado en el Registro Público de Comercio y hacerse la mención -

necesaria dentro de las acciones. 



FIDEICOMISO. 

El fideicomiso ha sido considerado por nuestra Ley General 

de Títulos y Operaciones de Crédito en su artículo 346, como -

aquel por "virtud del cual, el fideicomitente destina ciertos bie- -

nes a un fin l!ci to determinado, encomend?11do la realización de - -

ese fin a una institución fiduciaria". 

Nuestro pensamiento concuerda con Batiza ( 1 ) cuando dice 

que 11 la naturaleza contractual del fideicomiso mexicano, incluso -

su categoría específica dentro del género como un contrato bilate-

ral, sinalagmático perfecto, se confirma todavía más por la exii:i­

tencia de la condución resolutoria tácita segón 1 a cual, conforme -

al artículo 1949 del Código Civil: 11 La facultad de resolver las obli 

(1) Batiza, Rodolfo. - El Fideicomiso Teoría y Práctica, México -
1973, pág. 112. 
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gaciones se entiende implfcita en las recíprocas, para el caso de -

que uno de los obligados no cumpliere la que le incumbe. - El per­

judicado podrá escoger entre exigir el cumplimiento o la resolución 

de la obligación, con el resarcimiento de daños y perjuicios en ari.!_ 

bos casos. También podrá pedir la resolución aún después de ha- -

ber optado por el cumplimiento, cuando éste resultare imposible". 

Idéntico principio sustenta Rugguiero (2) cuando expresa que la con-

secuencia fundamental que deriva de este criterio es que sólo en los 

contratos bilaterales opera la condición resolutoria tácita por vir-

tud de la cual si uno de los contratantes falta a su propia obligación, 

puede el otro pedir la resolución del contrato o el constreñimiento-

a su cumplimiento". 

Nuestra Ley General de Títulos y Operaciones de Crédito, -

cumple con 1 os presupuestos mencionados, en su artículo 355. 

"El Fideicomisario tendrá .•.•. los derechos .•.•.• de exigir 

su cumplimiento a institución fiduciaria; el de atacar la validez de -

los actos que ésta cometa en su perjuicio, de mala fe o en exceso -

de las facultades .••••.. que le correspondan. Cuando no exista fi-

deicomisario •..•.. los derechos •.•.•• corresponderán •..••. al mi--

(2) Citado por Batiza, pág. 112. 

.. 
' '-~ , t' 



nisterio público. Asfmismo, el artículo 138 de 1 a legislación ha!! 

caria y el 173 fracciones b) y e), otorgan derechos tanto a favor -

como en contra de la fiduciaria. 

La regul ación que de este contrato hace la Ley General de -

Títulos y Operaciones de Crédito, nos complementa el concepto -

del mismo al decirnos en su artículo 356 que "la instituci On fidu_ 

ciaria tendrá. todos los derechos y acciones que se requieran para 

el cumplimiento del fideicomiso, salvo las riormas o limitaciones 

que se establezcan al efecto". 

Asl también el art;lculo 352 nos dice que "la constitución del 

fideicomiso deberá. siempre constar por escrito y ajustarse a·los-

términos de la legislación com6n sobre transmisión de los dere- -

chos o la transmisión de propiedad de las cosas que se den en fide_! 

comiso". 
, / 

De lo anterior desprendemos que es un contrato sui generis, 

que transmite la titularidad, imponiendo las restricciones que el -

fideicomitente haya establecido, facultando al fideicomisario o - -

quien a sus derechos represente a supervisar el estricto cumplí-

miento del mismo. 

Teniendo como elementos personales a tres sujetos distintos, 

cada uno de los cual es podrla supuestamente ejercitar el de re- - -



cho de •oto, ••tndlare,,,os ! as Posib¡¡¡dades de '!lle asr lo hiciesen Y 10
• l'equJs1tos Para •iere1tar1o. 

Alin cuando los autores que atacan la teorta contractuaJ del i1 
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d•ico,,,lso, lo hacen die¡ •ndo que ••la figura lo es, en lanto que es • -
lllanítestaeJdn de •O!untad, ºº"'º •l•"'••to de fondo y no de for,,,a, _ 

•s 1oi.¡,.•ante darse cuenta '!lle esta figura se establece se~, efe'!. 

ll"""'••te, la lllanítestaeJdn de "<>luntaa del fldeieo,,,1tente, el cua¡ • 

Puede •BIJpu¡ar las cláus111as que él ••túne ºº"""•lente, quedando la 

flduCiar.fa ºhllgada, en caso de aceptar, a cumplir esfrlctan,

00

te con 
las instrueeJones del fideJco,,,ltente. 

Nuestra Ley Genera1 de 8oc1eaades l\fercant1Jes, en su artre.!! 

lo 192, •stabiece que "los acc1on1stas Podrán hacerse representar. 

CU las "8alnbleas Por lnandatar1o8, Ya sea que Pertenezcan o no a la sociedad. 

La representación deber,¡ Conferirse en Ja for,,,a que Pre se'!. 

han los ••latntos Y a falta de estlpuJacJdn, PGr escrito". 

Part¡ •ndo de¡ anterior artrc1110 y considerando que Sólo Pue­

den ejercitar el derecho de voto, los acctonistas de Ja sociedad 

0 

sus 

representantes, la cua1 deberá ser conterida PGr escrito, a falta de • 

disposición de los estatutos, exa1n1nare1nos las PG•ibi!iciades que •• 

tenga ••da el •mento Personal, de acuerdo con la clase efe acciones • 
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que tenga cada sociedad. 

De esta forma se pueden presentar varios supuestos a saber: 

lo. - Que el Fideicomi tente se haya reservado el derecho 

de voto (de dep Osito). 

2o. • Que la Fiduciaria tenga la titularidad fiduciaria y -

sea la encargada de ejercitarlo (garantía). 

3o. - Que se haya estipulado que sería el Fideicomisario 

el que ejercitar~ tal derecho (garantra a un terce- -

ro). 

4o. - Que 1 as acciones sean nmµinativas. 

5o. - Que las acciones sean a la orden. 

60. - Que 1 as acciones sean al portador. 

En el primer caso, como ejemplo un fideicomiso de dep6s!.­

to, en el cual el fldeicomi tente se haya reservado el derecho de ~ 

to, necesita demostrar esa situación y 1 egitimarse a efecto de eje~ 

citar el voto, puesto que como ya se ha visto, el fideicomiso af ec­

ta un bien a un fin determinado, por lo que ese bien sale de la órbi­

ta de imputaciones juridico normativas de un sujeto, para adquirir­

las ese patrimonio, del cual va a ser titular, la institución fiducia­

ria. 

lis decir, que atín cuando el fideicomitente se haya reserva- -

. : 
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do válidamente el derecho de voto, necesita acreditar la posición 

(legitimación) de la calidad con la que lo hará, ya que a la consti -

tución del fideicomiso, éste deja de ser titular del mismo. 

Sin embargo, aunque la solución a este problema, será dife­

rente en tanto que sean diferentes las f armas de circulación de -

las acciones, si se pueden sentar bases valederas para todos los -

supuestos. Como base, a nuestro juicio indispensable, conforme 

al artículo 192 de la Ley General de Títulos y Operaciones de Cr_! 

dito, el contrato que establezca la relación subyacente entre los -

contratantes (partes), debe ser en forma escrita, para que quede 

constancia de las facultades y limitaciones estipuladas. Pero cq_ 

mo de nada serviría que sólo las partes estuvieran enteradas de -

esas características contractuales, debe:.rán ser dados a la publi-

cidad entre todas aquellas personas que se relacionen con los co~ 

tratantes. 

As!, creemos que esos contratos deberán registrarse tanto-

en el registro Público del Comercio, como en las sociedades que-

se vieran afectadas con el los, paro lo cual deberán llevar un 11- -

bro especial, y además, deberá sefialarse, en los títulos objeto -

del contrato o en hoja adherida a ellos, ia existencia de éste, no 

importando la clase de título que fuera, a efecto de preservar de 
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errores y fraudes a qui enes contratan de buena fe. 

Con base en lo anterior, el fideicomitente que se reserve el 

ejercicio del derecho de voto, deberá para estar debidamente le~ 

timado, acompañar a 1 os trtulos, el contrato causa de su legitirn2 

ción, as!mísmo, en caso de ser acciones nominativas y estar en-

dosadas en titularidad a la Fiduciaria, ésta dada su calidad de ac-

cionísta debe conceder la representación al fideicomitente, el - -

cual obrará conforme a lo di apuesto por su propia voluntad al ha-

ber creado el fideicomiso. 

Es decir que para que exista legit~ación, debe haber una -

serie de endosos ininterrumpidos, hechos por personas capaces y 

con facultades suficientes para hacerlo, los cuales deberán estar 

relacionados en los libros que para ese fin lleve la sociedad. 

Si hablamos de acciones al portador, el problema se nos pr~ 

senta totalmente opuesto. Si en el caso anterior fue proporciona_!: 

le legitimación a tm sujeto para que ejercitase los derechos seña­

lados, en el presente, el objeto del registro del contrato causa -

de la relación subyacente, será no el legitimarlo, sino el estable_ 

cer con qué calidad se presenta el tenedor de las acciones, asr -

como para saber las limitaciones a que está sometido. Es decir -

que las acciones al portador al legitimar con su sola tenencia al -
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detentador, necesitan establecer con qué limitaciones será legiti­

mado el detentador. 
, 

Por lo que se refiere a la posición de la fiduciaria como ti_ 

tular del derecho de voto, será necesario que ésta se legitime - -

también, mediante el contrato causal de la relación, as! como de 

su registro en el libro en caso de ser acciones nominativas y a -

la orden y en tanto que fueren al portador, también con su contr~ 

to de fideicomiso, para establecer las ~imitaciones a su titulari--

dad. 

Esta legitimación ~ería totalmente directa ya que se deriv~ 

ri'.a directamente tanto de los endosos y registros como de la pos!_ 

ción en su caso. 

Por 1 o que toca al tercer caso, consideramos que las mis-

mas razones expuestas en el primero, seri'.an perfectamente vált_ 

das para éste. 

Cr .. 



PRENDA. 

Dentro de los contratos que no transfieren la propiedad, s.e 

encuentra el contrato de prenda, que segtín la ley dispone (artrcl}_ 

lo 2856 Código Civil) es "un derecho real constitufdo sobre un -

bien mueble enajenable para garantizar el cumplimiento de una 

obligación y su preferencia en el pago". 

Asr este contrato es exclusivamente de garantía; pero no de 

transferencia de la propiedad sino hasta, y sólo, en el caso de ll_!_ 

cumplimiento de la obligación principal que garantiza. 

Sin embargo, dada la estructura .real del contrato, quedará 

escindido el derecho de propiedad y los derechos derivados de - -

ella. De tal manera que para ejercitar los derechos de propie- -

dad, o el acreedor se legitima con los tftulos que obran en su po_ 

der o el deudor pide que sean puestos a su disposición. 

La legislación, al no haber previsto esta situación, dictó -

medidas que lejos de procurarnos una solución, la complican más. 

Asr tenemos el artículo 2866 del Código Civil que en su par_ 
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te conducente nos dice que " el acreedor que tuviere en su poder 

el título, estará obligado a hacer todo lo que sea necesario para -

que no se altere o menoscabe el derecho que aquel representa". 

Sin embargo, dado que la Ley establece que el voto es un de_ 

recho exclusivo de quien tiene la calidad de socio, y lo expresado 

por el artículo 111 (Ley General de Títulos y Operaciones de Cré_ 

dito), en su parte final que a la 1 etra dice refiriéndose a las acci~,,, 

nes "que servirán para acreditar y transmitir la calidad y los de­

rechos de socio, y se regirán por las disposiciones relativas a -

valores literal es, en lo que sea compatible con su naturaleza X -

no esté modifi cado por la presente ley", nos hará rayar en la so­

lución de que el acreedor tiene obligación de proporcionar o depo­

sitar las acciones para que su titular ejercite los derechos inhe-­

rente s a ellos. 

Es decir que el titular de las acciones será en general el -

que ejercite los derechos que épas proporcionan; pero también el 

acreedor prendario podrá, en un momento dado y debido a la reÜ!._ 

ción contractual existente y 1 a posición que el mismo se propor- -

clone, ejercitar o no el derecho de voto. 

Llegados a este punto, resulta que tanto acreedor como da~ 

dor, tienen derecho y hasta obligación de ejercitar el derecho de -

voto, sin embargo, se pueden hacer distinciones que modificarán 
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radicalmente esta situación. 

La prenda constituida sobre acciones nominativas, o al por­

tador, debe ser en 1 a forma establecida por el artículo 334 de la 

Ley General de T!tulos y Operaciones de Crédito, que a la letra-

dice: La prenda se constituye •....•..••.•...............•.... 

I. - Por la entrega del acreedor de los bienes o títulos de -

crédito si éstos son al portador. 

II. - Por el endoso de los trtulos de crédito en favor del - -

acreedor, si se trata de títulos nominativos y por este mismo en-

doso y la correspondiente anotación en el registro, si los títulos . 
son de los mencionados en el artículo 24 (Ley General de 'I;!tulos 

y Operaciones de Crédito, obligación de inscripción). 

m. - Por la entrega al acreedor del trtulo o del documento 

en que el crédito conste, cuando el título o crédito materia de la 

prenda no sean negociables, con inscripción del gravamen en el -

registro de emisión del .título o_ con notificación hecha al deudor, 

segtln que sé trate de títulos o créditos respecto de los cuales se 

exija o no tal registro. 

De la lectura del artículo anterior, se desprende que exis_ 

ten tres posibilidades: 

l. - Que la prenda sea irregular y las acciones objeto de -

"'··- ..... ~ - ~ .. 
¡·- ··t---.. -... 
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por el artículo 111 de la Ley General de Sociedades Mercantiles 

que nos dice que las acciones servirán "para acreditar y trasm_.! 

tir los derechos del socio". Y si en estos derechos se encuen--

tra comprendido el derecho de voto, sería necesario que la tr~ 

mición de las acciones fuera a título de dueño para que el deu- -

dor estuviera legitimado. 

Creemos sin embargo, que estas dos posiciones, se pue- -

den llllir en wia sola. Efectivamente el derecho de voto es ex- -

elusivo de los socios más el deudor, tendrá la obligación de ejer . . -
citar los derechos para que no se menoscaben los títulos. Esto -. 
será. problema 11nicamente de legitimación del deudor, para obrar 

vilidam ente. 

Asf pues, creemos, que tanto en el primer caso menciona­

do como en el segundo, el deudor pignoraticio podrá votar válida-

m,ente dentro de una asamblea. 

En el primer caso, legitimándose con las acciones como -

~i fuera el legitimo propietario, ya que a nuestro juicio lo que se 

realiza al entregarse dicho trtulo es una cesión legitimadora. 

En el segundo caso, el deudor obrará legítimamente, siem­

pre y cuando presente además de los trtulos, debidamente registr! 

dos el contrato celebrado (prenda en este caso), con el objeto de -
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que surta efectos ~n contra de tercero, por lo cual no obrará a 

nómbre propio, sino con el carácter de representante del acree--

dor pignoraticio. 

Por lo que respecta al tercer supuesto, el caso de acciones 

nominativas,· originará. siempre W1 contrato de prenda regular, -

ya que conforme al artículo citado al principio de este inciso,· la 

prenda al constituirse sobre títulos nominativos, debe quedar de-

bidamente inscrita tanto en ellos como, en su caso, en los libros 

que para tal efecto lleve la sociedad. 

En este supuesto es evidente, como en el anterior, que co-

rresponde a dos principios legal es el solucionar el problema, 

má.s aúil, en este caso, ya se encuentran registrados tanto el con_ 

trato, como el deudor pignoraticio, por lo cual los socios ya tifL 

nen conocimiento de la situación que ocupa el deudor. Creemos, -

que al igual que en el anterior supuesto y en caso, desde luego -

que el acreedor al contratar no se haya reservado expresamente 

el ejercicio del voto, corresponderá. al acreedor pignoraticio. E,! 

te se legitimará como representante o mandatario legal tal como .. 

lo dispóne el artículo 2866 del Código Civil, mediante la exhibi-­

ción de 1 os trtulos asr como del contrato de prenda, a etecto de -

que los socios sepan las limitaciones que pueda tener en su ges-­

tión e~e representante " 1 egal" del verdadero socio. 



EL DEPOSITO. 

Este contrato ha sido definido por el Código Civil en su artr 

culo 2516 como aquel "por el cual el depositarlo se obliga hacia­

el depositante a recibir una cosa, mueble o inmueblo, que aquel -

le confía y a guardarle para restituirla cuando la pida el deposi .. -

tante ". 

Como obligaciones del depositario, el artículo 2518 del mis 

mo ordenamiento, señala que "los Depositarios quedan obligados 

a realizar el cobro de estos en las épocas de su vencimiento, asr 

como también a practicar cuantos actos sean necesarios para que 

los efectos depositados conserven el valor y los derechos que les 

correspondan con apego a las leyes. 

Y en forma especial, la Ley General de Títulos y Operac~ 

nes de Crédito en su artículo 276, se refiere al depósito bancario 

de títulos diciendo que "el depósito bancario de títulos no trans--

fiere la propiedad de depositario, a menos que, por convenio es--

crit.o, el depositante lo autorice a disponer de ellos con obliga- -
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ción de restituir otros tantos títulos de 1 a misma especie". 

Siendo complementado por el artf eulo 277 que a la letra dice: 

"si no se transfiere la propiedad al depositario, este queda oblig~ 

do a la simple conservación material de los títulos, a menos que,-

por convenio expreso, se haya constituido el depósito en adminis­

tración. La Ley, ha contemplado, segtin se desprende de los art!_ 

culos anteriores, dos supuestos que nos llevarán a situaciones to-

talmente distintas. Por un lado establece el depósito irregular al 

interpretar a contrario en su artículo 277 (Ley General de Tftulos 

y Operaciones de Crédito). 

lo. - El depósito irregular, al igual que la prenda irregular, 

con base a la fungibllidad de los Títulos valor (al portador), es un 

contrato que transmite la propiedad, quedando obligado el deposi~ 

rio a obrar como dueño de tales títulos, incluso a disponer de - -

ellos, siempre y cuando al término del contrato regrese otros tan_ 

tos de la misma especie y calidad. 

Cabe preguntarse si se podían afectar a esta clase de contra 

to, los trtulos nominativos, los cuales fieren debidamente endosa-

dos y en su caso, registrados tanto en el libro que para tal efecto -

U.eve la sociedad y también, segdn nuestra opinión, para que sean 

inscritos en el Registro P6bli co de Comerció a fin de que le pare -

,. 
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perjuicio a tercero. 

Creemos que el artfculo 276, in fine, nos resuelve esta 

cuestión, pues si obliga al depositario a" restituir otros tantos -

de la misma especie", no nos obliga a regresar los mismos sino -

que podrfamos válidamente regresar otros trtulos que hubieren s!_ 

do endosados al depositario, a Tftulo de dueño, awique provinie--

rende distinta persona. 

En estas condiciones, el depositario, conforme a lo estable 
' -

cido, por mayori a de razón en el artrculo 278 de la Ley General -

de Títulos y Operaciones de Crédito, que en su parte conducente -

afirma que " el depósito bancario de trtulos en administración obl!. 

ga al depositario a efectuar el cobro de los trtulos y a practicar -

todos los actos necesarios para la conservación, de los derechos 

que aquellos confieran al:_~epositante". 

Es decir que si el banco adminiStrador tiene las facultades -

que menciona el anterior artrculo, el depositario irregular, tam-

bién tendrá la libre disposición de las acciones que se le hayan -

conferido, tanto al portador, las cuales únicamente deberá pre--

sentar ante la sociedad, para obrar válidamente, como las nomi-

nativas las cuales deberán estar debidamente endosadas y regis--

tradas, en su caso en los libros de la sociedad y creemos que -
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también en el Registro Pt1blico de Comercio. 

2o. - Por otra parte el depósito regular de trtulos, nos pla.!! 

tea dos problemas que aparentemente son resueltos por la legisl "!... 

ción pero que sin embargo, es tan aparentemente que nos da dos -

resultados por completo distintos según sea un artrculo u otro el 

que tomamos para la solución. 

Así tenemos que existen dos clases de depósito regular: 

lo. - Depósito de acciones nominativas. 

2o. - Depósito de. acciones al portador. 

lo. - En cuanto qu~ 1 as acciones objeto del depósito, sean ª! 

ciones nominativas, será aplicable lo dispuesto por el ártrculo 

2516, teniendo la obligación el depositario 1lnicamente de "guarda-

bles para restituirlas cuando lo pida el depositante". 

Las acciones nommativas en este caso, no irán endosadas 

puesto que el ánimo del depositante será 'Cinicamente el de que le -

sean custodiadas y no asr el que las disfruten o el que las ocupen. 

Es decir que en este caso creemos que la 'Cinica obligación del de­

positario, será guardar las como "buen padre de familia" ponien_ 

do en aviso, si el se entera, al depositante de las acciones que de_ 

be ejercitar para que no sufran menoscabo ni se alteren dichos t.!_ 

tulos. 

. ······-~~~~~~:--·-;·----..... . 
-=-----~--"---_e--~ 
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2o. - Por el contrario los títulos al portador si presentan -
1 

problema ya que su sola posesi 6n legitima el depositario en este 

caso, creemos que dado el "animus" del contrato, estas accio--

nes deben llevar insertas la mención del mismo, así como su ins_ 

cripción en el Registro Püblico de Comercio y solo legitimarán al 

depositario, en calidad de representante, siempre y cuando haya­

habido de por medio una comunicación fehaciente del depositario -

al depositante de los derechos que hi:i,bfa que ejercitar y que el d~ 

positante no haya contestado. Es decir, que aun cuando tiene po­

sibilidad de hecho de ef ect.uar su legitimación, como propietario, 

daqa la calidad legitimatoria de los títulos, estos no han sido - -

transmitidos con ese " animus ", por lo que resul tarfa responsa~ 

lidad en contra del depositario. 

En cambio, en la forma ezj>uesta por nosotros, existe una l~ 

gitimación perfectamente válida la cuál tiene la ventaja de que tan_ 

to los socios están enterados de los derechos y limitaciones que -

puede tener el depositario; a efecto de no tomar acuerdos que pu-­

dieran ser tachados o afectados de nulidad, ni el depositante que­

de ya sea imposibilitado de ej ercitar sus derechos como mejor le 

parezca o en su caso, despojado de esas acciones por el deposita-

río. 



Asr pues, en estos casos, se legitimará. el depositario, con 

sus acciones en caso de prenda irregular al presentarlas a la so-

ciedad, con su registro en los libros de la sociedad y el Registro 

Ptibli co de Comercio y sus acciones presentados en tiempo ante -

la misma, en caso de ser nominativas y prenda irregular y pi- -

diendo las acciones, para presentarlas ante la sociedad el deposi­

tante, en caso de ser nominativas y la prenda regular. Y por fil. 

timo, con 1 as acciones; su contra.to de depósito inscrito tanto en­

las acciones como en el Registro Público de Comercio, asr como 

por la comunicación fehaciente hecha al depositante de que se van 

a llevar a cabo tales o cuales actos, sin que medie respuesta de -

por medio o aun mediando respuesta de por medio, con calidad - -

únicamente de representante del .depositante. 



EL USUFRUCTO. 

El artículo 980 del Códigó Civil, nos dice que el usufructo -

"es el derecho real y temporal de disfrutar de los bienes ajenos". 

La doctrina a su vez lo ha definido como "un derecho real vi 

talici o como máximo, que le confiere a su titular el uso y el goce -. 
de una cosa que pertenece a otro, o el de un derecho cuyo titular es 

otra persona". 

En este contrato es en donde resalta más la escisión, por vo-· 

luntad dél nudo propietario, del derecho de propiedad (poder o facu!_ 

tad de disposición), con todos los demás derechos que la propiedad 

concede y que serán derechos a cargo o en poder del usufructuario. 

En relación con el problema del ejercicio del voto, la doctrina 

en general ha propuesto tres soluciones: aquella que lo otorga al --

usufructuario, aquella que lo otorga al nudo propietario y la eclect!_ 

ca que encierra las dos anteriores. 

La teoria que nos dice que es el nudo propietario quien debe --
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ejercitar legltimamente el derecho de voto, no deja de tener ra- -

zOn, puesto que conforme al articulo 111 de la Ley General de ~ 

ciedades Mercantiles " las acciones acreditan y transmiten la cal!_ 

dad y los derechos de socio" y rigiéndose por la Ley de Tttulos, s~ 

rá. únicamente la persona propietaria de la acción, la que sea titu­

lar de los derechos que ampara. 

En México, tanto la doctrina como la jurisprudencia y algu-

nos proyectos de ley, están acordes en tener siempre al nudo pro­

pietario como titular del derecho de voto, por considerar que es -

atributo del derecho de propiedad (disposición) sobre las acciones, 

sobrepasando con mucho el Umit e de los actós de simple fndole a<!_ 

ministrativa. 

Al respecto Garriguez (1) nos dice lo siguiente: "la enorme 

difusión del capital en las sociedades anónimas hace que muchas 

veces la titularidad del derecho de acción esté atribuida a dos pe! 

sonas, wia como nuda propietaria y otra como usufructuaria (asr 

ocurre, por ejemplo, frecuentemente en el caso de las sucesiones 

mortis causa). El deslinde de la posición respectiva de propieta-

rio y usufructurario respecto de los derechos del accionista es - -

(l} Garrlguez, Joaquín. - Curso de Derecho Mercantil, tomo I, 6a. 
edición, Madrid 1972, pá.gs. 401 y 402 .. 
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uno de los problemas más frecuentes en el Derecho vivo de la so-

ciedad anónima. El Código Civil nada decfa sobre este problema 

y los estatutos de las sociedades suelen guardar también silencio. 

El problema quedaba, pues, remitido al Derecho civil, que 

tampoco nos daba wia respuesta. Las dificultades tienen su ori- -

gen, de un lado, en el hecho de recaer el usufructo sobre un trtulo 

valor cuya esencia radica en un especial nexo entre la cosa carpo_ 

ral y la incorporal, de donde se sigue que este usufructo de accio-

nea se aparta del usufructo trpico de créditos o de dez:echos per~o­

nales para ser al propio tiempo el usufructo sobre un derecho (el-
• 

derecho de socio) y el usufructo sobre una cosa mueble (el trtulo); 

y, de otro lado, en la complejidad del derecho de acción. Si fuera 

un simple derecho de crédito, el usufructo no ofrecería dificulta-­

des (el usufructurario tendría derecho a los intereses como fruto -

civil; artículo 475 del C. c.). Pero siendo complejo el derecho de 

~· socio (con su doble contenido económico y poUtico), en el ejercicio 

de cada wio de los derechos que consagra el derecho nticleo, puede 

surgir el conflicto entre nudo propietario y usufructuario. 

La sentencia de 23 de enero de 1947 se ocupó de dilucidar si 

el derecho de suscripción preferente de unas acciones sobre las -

que se habla constituido un derecho de usufructo correspondía al n~ 
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do propietario o al usufructuario. El T. s. reconoció, ya ante~ -

de la L. S.A., que el titular de este derecho es el accionista nu-­

do propietario. 

La nueva ley resuelve 1 os puntos fundamentales antes tan d~ 

batidos en la doctrina: En el caso de usufructo de acciones, la -

cualidad de socio reside en el nudo propietario; pero el usufruc- -

tuario tendrá derecho a participar en las garanci as sociales ob~ 

nidas durante el periodo de usufructo y que se repartan dentro del 

mismo. El ejercicio de los dem{Ls derechos de socio corresponde, 

salvo disposición contraria de los estatutos, al nudo propietario de 

las acciones (artfwlo 41). 

También corresponderá al propietario, salvo disposición - -

contraria de los estatutos, el ejercicio de los derechos de accio- -

nista en el caso de prenda de acciones (art. 42). Mas como el po­

seedor de 1 as acciones será en tal caso el acreedor pignoratico, -

es lógico que éste quede obligado a facilitar el ejercicio de esos d! 

rechos presentando las acciones a la sociedad cuando este requis!._ 

to sea necesario para aquel ejercicio. El incumplimiento de esta­

obligación lleva aneja la responsabilidad por dafios y perjuicios. -

Ahora bien, si el propietario es el tínico legitimado para el ejerc!._ 

cio de los derechos de socio, es justo que recaigan sobre él las --
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obligaciones y, fwtdamentalmente, la de pagar los dividendos pas!_ 

vos. ~s en el cumplimiento de esta obligación está interesado 

el acreedor pignoraticio, que podría ver desaparecer su garantra 

en el caso de que se aplicase el artículo 44 y las acciones fuesen 

vendidas por cuenta y riesgo del socio moroso. De aquí la preve!! 

ción contenida en el artf culo 42: si el propietario incumpliese la -

obligación de desembolsar los dividendos pasivos, el acreedor píg_ 

noraticio podrá cumplir por sr esta obligación (en cuyo caso podrá 

invocar en su favor el artículo 1866 del Código Civil) o proceder 

a la realización de la prenda". 

Hay también quien otorga el ejercicio del derecho de voto al 

usufructuario diciendo "que el goce del usufructuario consiste no -

solamente en el goce de los frutos, sino también en las ventajas -

de un uso legrtimo de la cosa, coino habitar la casa o ponerse el -

vestido recibido en usufructo, quedando sólo al nudo propietario el 

estricto derecho de disposición". Posición ésta que no deja de te­

ner razón, puesto que si el nudo propietario se está despojando de 

todos sus derechos por voluntad propia, en favor del usufructua- -

rio, para que éste los goce y los disfrute, es lógico dar también -

el derecho de voto a éste elemento personal. 

En cuanto a la tercera posición, los autores han pretendido -

-·-~-
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encontrar 1 a solución, estudiando el fondo de las asambleas; pero 

han entrado a un estudio tan complicado del mismo que lejos de -

resultar fácil y práctica la solución, provoca confm'1ones y situ!!_ 

ciones que en la práctica son difíciles de resolver. 

Creemos que toda esta confusión se debe a que no se ha enf~ 

cado el problema desde el punto de vista práctico y, dada una si--

tuación, tratar de resolver sobre la misma, para no elaborar te- • 

sis que dü!cilmente se aplican a la realidad. 

A nuestro modo de ver, se pueden presentar tínicamente las 

siguientes situaciones: 

la. - Acciones al portador. 

a). - En poder del usufructuario. 

b). - En poder del nudo propietario. 

2a. - Acciones nominativas. 

a). - En poder del usufructuario. 

la. - Acciones al portador: 

a). - Si éstas se encuentran en poder del usufructuario, 

creemos que debe corresponderle el voto, con limitaciones, dado -

que consideramos que el usufructo no es solamente la detentación 

de un bien, sino el uso y disfrute del mismo, por lo tanto, el usu 
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fructuario no tendrá más limitaciones que la de disposición y el -

de ejercitar sus derechos en forma tal, que perjudique al nudo pr~ 

pietario, pues incurriría en las sanciones de tipo penal que se co!!_ 

figurarán; esta actitud ya no serra materia ni de nuestro trabajo -

ni del derecho mercantil. La idea anteriormente expuesta nos es -

confirmada por el artfculo 989 del Código Civil, que a la letra di--

ce: "el 'usufructuario tiene derecho de ejercitar todas las acciones 

y excepciones reales, personales o posesorias y ser considerado 

como parte en todo el litigio, aunque sea seguido por el propieta-

rio, siempre que en él se interese el usufructo" . . 
Sin embargo, el que nos inclinemos a que sea el usufructu:.!:_ 

rio el que ejercite el voto, no signüica que lo entendamos a trtulo 

de dueño, sino que por el cont11ario, consideramos que este contr.!!:, 

to deberfa ser inscrito en el Registro Público de Comercio y en -

las mismas acciones debería hacerse mención a él, a efecto de -

que el usufructuario que tiviera en su poder las acciones, se legi-

timara con ellas en base a una cesión legitimadora y ejercitarse -

su derecho de voto, meramente como representante del nudo pro-

pietario, con las limitaciones y facultades que ésto signüica. Así 

el usufructuario se legitimarr a con las acciones que presentara -

oportunamente ante la sociedad, asr como con el contrato de usu-
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f ructo que lo legitimará.. 

b). - Si las acciones se encuentran en poder del nudo propie_ 

tario, éste aún cuando se legitimarla vfilidamente con la sola pre­

sentación de sus acciones, creemos que deberfa inscribir el con-­

trato de usufructo en el Registro Público de Comercio y en los - -

mismos títulos, a efecto de que los accionistas supieran sus facul­

tades y su posición, para evitar que la asamblea fuera afectada de 

nulidad. Es decir que el nudo propietario se legitimarla vfilida- -

mente con sus acciones; pero deberá. conocerse por los accionis- -

tas sus limitaciones a efecto de que no las exceda y pueda votar -

incluso en contra del usufructo. 

2a. - Acciones nominativas: 

a}. - Si las acciones se encuentran en poder del usufructuarlo, 

independientemente de que hayan sido endosadas o no en su favor, -

creemos que, al igual que las anteriores, deben llevar insertas en 

ellas, la mención del contrato celebrado y éste, deberá. ser inscri­

to en el Registro Pdblico de Comercio a fin de que sea debidamen­

te conocí do por los socios. En esta f orrna tanto si las acciones -

están endosadas o no, el usufructuario serfa legitimado, únicamen­

te, como un representante del nudo propietario. 

Es decir que el usufructuario se legitimaría an.te la sociedad, 
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con la debida presentación de sus acciones, asl como de su contr~ 

to de usufructo, a efecto de que fuera legitimado como represen-­

tante del nudo propietario. 

b). - En caso de que el nudo propietario tuviese las accio--

nes, tanto endosadas a favor del usufructuario como si no, no ill!_ 

plica que éste haya perdido la propiedad, sino que ésta adquirió -

ciertas limitaciones. De esta forma, al conocer las.limitaciones 

los socios, pueden deliberar válidamente con el titular de estas -

acciones dadas en usufructo. 

Por esa razón, creemos en la estr~cta necesidad de que éste 

contrato sea registrado en el Registro Público de Comercio y la -

obligación de que las acciones lleven inserta en ellas la mención -

de tal o cual contrato. 

Así, el nudo propietario se legitimarla válidamente como -
- . 

tal, con la sol a presentación de sus acciones, haciendo mención -

del usufructo sin má.s limitaciones que aquellas el propio usufruc-

to le imponga. 



CONCLUSIONES. 

lo. - La personalidad es la imputación normativa a un substr! 

to real de base estable. 

2o. - La representación es el acuerdo de voluntades con áni­

mo de realizar actos juridicos cuyas consecuencias y efectos recar­

gan sobre aquel que tenía interés en celebrar dicho acto juridico. 

39. - La legitimación es la posición del agente, trascendente -

para la eficacia juñdica de su parte. 

4o. - El ejercicio del voto en el reporto, corresponde al re- -

portador, en su calidad de propietario, asr sea temporal, con la obY_ 

gación de ejercitar los posibles derechos que en un momento dado 

quiera ejercitar el reportado. 

Dado que el deporto, la operación se hace en favor del report! 

do, creemos que no altere la figura, por lo que será. el reportador -

en su carácter. dH propietario, quien ejercite los derechos correspon_ 

dientes. 
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5o. - Es indispensable hacer del conocimiento de las partes 

que intervengan en determinado acto, la calidad que una persona -

tenga en relación con las acciones, incluyendo desde luego las lim_! 

taclones impuestas. 

6o. - El ejercicio del voto en las demás figuras estudiadas, 

podri ser ejercitado por cualquiera de las partes que intervenga­

en el acto, siempre y cuando lo haga con la calidad que le confie-­

ran las acciones y con los límites que le imponga la relación suby! 

cente para con los demás contratantes. 
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